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RESUMEN 

La presente investigación se titula: “Responsabilidad solidaria en 

representantes legales de personas jurídicas y el principio del debido procedimiento 

en el Código Tributario peruano”, la cual tuvo como objetivo general: analizar de 

qué manera la determinación de la responsabilidad solidaria en representantes 

legales de personas jurídicas respeta el principio del debido procedimiento en el 

Código Tributario peruano. 

Asimismo, en cuanto a la metodología aplicada, el estudio se caracterizó por ser de 

tipo básico y con diseño de teoría es fundamentada; igualmente, a fin de recopilar 

la información, se aplicó la técnica de la entrevista hacia nueve informantes 

especializados, por medio de la guía de entrevista, así como se aplicó la técnica del 

análisis documental en nueve fuentes, mediante la guía de análisis de fuente 

documental. 

Por último, la conclusión a la cual se arribó consistió en que la determinación de 

responsabilidad solidaria en los representantes legales de personas jurídicas en el 

marco vigente del Código Tributario contenía una regulación que presentaba vacíos 

legales; además, no se evidenció uniformidad de criterios para las actuaciones de 

parte de la Administración Tributaria; en consecuencia, se apreció un respeto 

mínimo del sustancial principio del debido procedimiento y su contenido. 

Palabras clave: responsabilidad solidaria, representante legal, derecho tributario,

deudas tributarias. 
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ABSTRACT 

The present research is entitled: "Joint and several liability in legal 

representatives of legal entities and the principle of due process in the Peruvian Tax 

Code", which had as general objective: to analyze how the determination of joint 

and several liability in legal representatives of legal entities respects the principle of 

due process in the Peruvian Tax Code. 

Likewise, with regard to the methodology applied, the study was characterized for 

being of a basic type and with a grounded theory design; likewise, in order to gather 

the information, the interview technique was applied to nine specialized informants, 

through the interview guide, as well as the documentary analysis technique was 

applied to nine sources, by means of the documentary source analysis guide. 

Finally, the conclusion reached was that the determination of joint and several 

liability in the legal representatives of legal entities in the current framework of the 

Tax Code contained a regulation with legal gaps; furthermore, there was no 

evidence of uniformity of criteria for the actions of the Tax Administration; 

consequently, there was minimal respect for the substantial principle of due process 

and its content. 

Keywords: joint and several liability, legal representative, tax law and tax debts. 
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I. INTRODUCCIÓN

En primera, respecto a la realidad problemática de la investigación, se

percibió que, ante un incumplimiento del pago de tributos por parte del 

contribuyente, en la normatividad tributaria peruana, se reguló la figura de la 

responsabilidad solidaria, la cual podía recaer en el sujeto nombrado como 

representante legal de una persona jurídica; sin embargo, en coincidencia con 

Asencios (2016), para la determinación hacia dicho personaje, se observó 

inconsistencias en el extremo de las condiciones que debía tener presente la 

Administración Tributaria para una adecuada atribución, así como respecto al 

procedimiento aplicable a aquel tercero que iba a responder por el contribuyente, 

los cuales habrían estado produciendo vulneraciones al contenido del principio del 

debido procedimiento en dicho ámbito. 

Ante ello, este tipo de responsabilidad ha encerrado una situación jurídica 

complicada; motivo por el cual, a través de los años, ha sido susceptible de 

modificaciones e integraciones normativas, resultando que, en el plano fáctico, su 

aplicación todavía sea cuestionada; en adición, a pesar de que ha sido considerada 

como una medida para asegurar la recaudación de tributos no cancelados por el 

obligado principal, no significaba que se debía emplear por el mero nombramiento 

de un sujeto como representante legal, sino que debía respetarse los principios y 

derechos aplicables en la atribución (Navarro, 2021). En ese sentido, se evidenció 

lo controversial que resultaba, ya que, de un lado, ha sido un mecanismo para 

asegurar el cumplimiento de la prestación tributaria; sin embargo, de otro lado, ha 

sido una forma de afectación al patrimonio de un tercero que no configuró el hecho 

imponible de la obligación.  

Asimismo, de acuerdo a Paredes y Yong (2020), para la determinación de este tipo 

de responsabilidad, la normativa tributaria del país ha ofrecido una limitada 

regulación, centralmente, en los extremos de los criterios de atribución y el 

procedimiento en específico, a pesar de que resultaba importante que a dicho 

representante legal se le respetaran los derechos y garantías que le correspondía 

como persona, administrado y presunto obligado tributario; tal fue en el caso del 

principio del debido procedimiento, toda vez que, conforme a Ponce (2019), dicho 
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principio ha encerrado derechos que pertenecen a un estándar mínimo de garantía 

para los ciudadanos y que han sido amparados por la Norma Fundamental y leyes 

pertinentes; siendo que la Administración, en este caso, Tributaria, debía actuar con 

respeto al mismo para, así, comprobarse si la atribución de la condición surtía 

efectos sobre el nuevo obligado.  

En consecuencia, existió la necesidad de verificar si la actuación de la entidad 

tributaria enmarcada por el Código Tributario se encontraba cumpliendo con los 

contenidos del principio del debido procedimiento respecto a determinar la 

responsabilidad solidaria en sujetos a quienes se les confirió la representación legal 

de una persona jurídica o todavía la mantenían sobre las deudas tributarias de esta 

última. 

En base a lo indicado y percibiéndose las cuestiones suscitadas, la formulación 

del problema general fue la siguiente: ¿De qué manera la determinación de la 

responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas respeta 

el principio del debido procedimiento en el Código Tributario peruano? Ante dicha 

interrogante, se produjo como primer problema específico: ¿De qué forma los 

criterios de atribución de responsabilidad solidaria en representantes legales de 

personas jurídicas influyen en el derecho a la debida motivación en el Código 

Tributario peruano? y como segundo problema específico: ¿Cómo el derecho de 

defensa y el derecho a ofrecer y producir pruebas son tratados a través del 

procedimiento de atribución de responsabilidad solidaria en representantes legales 

de personas jurídicas en el Código Tributario peruano? 

Por lo tanto, el estudio tuvo una justificación teórica, debido a que se investigó y 

se buscó contribuir con aportes relevantes respecto de la responsabilidad solidaria 

enfocada en las personas con calidad de representantes legales de sujetos 

jurídicos en relación a los contenidos aplicables del principio del debido 

procedimiento bajo la normativa tributaria actual, siendo una temática que contaba 

con limitados aportes e investigaciones. Igualmente, se sustentó con una 

justificación práctica, la cual se fundamentaba en la relevancia de las categorías 

que incidían en el ámbito donde han encargado de la recaudación de tributos y 

sobre el grupo delimitado, que no reflejaba la misma capacidad contributiva que 
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una persona jurídica; por tanto, se buscó dar cuenta de la situación que se producía 

en el camino de atribuirles la responsabilidad solidaria bajo el actual marco 

normativo en relación al respeto de parámetros mínimos e incentivar al 

mejoramiento de la regulación peruana existente. Por último, incluyó una 

justificación metodológica, porque, a través de una investigación con la 

metodología adecuada, como la seleccionada para el presente estudio, se pudo 

brindar alcances confiables y verídicos sobre el fenómeno detectado, en base a los 

datos que se recolectaron debidamente.  

En adición, se propuso un objetivo general, aquel consistió en analizar de qué 

manera la determinación de la responsabilidad solidaria en representantes legales 

de personas jurídicas respeta el principio del debido procedimiento en el Código 

Tributario peruano. De la misma forma, como apoyos, el primer objetivo 

específico fue determinar de qué forma los criterios de atribución de 

responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas influyen 

en el derecho a la debida motivación en el Código Tributario peruano; y el segundo 

objetivo específico fue explicar cómo el derecho de defensa y el derecho a ofrecer 

y producir pruebas son tratados a través del procedimiento de atribución de 

responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas en el 

Código Tributario peruano. 

Finalmente, en cuanto a supuestos, se tuvo que, en el supuesto general, la 

determinación de responsabilidad solidaria en representantes legales de sujetos 

jurídicos en el marco vigente del Código Tributario contenía una regulación que 

presentaba vacíos legales; además, no se evidenciaba uniformidad de criterios para 

las actuaciones de parte de la entidad tributaria; apreciándose un respeto mínimo 

del sustancial principio del debido procedimiento y su contenido en el caso de los 

representantes legales. Luego, como primer supuesto específico se planteó que 

los criterios de atribución de responsabilidad solidaria en representantes legales de 

sujetos jurídicos influían negativamente en cuanto al derecho a la debida motivación 

bajo el Código Tributario peruano, debido a que, tras ser reflejados en el acto 

administrativo, las causales señaladas no resultaban suficientes ni respetaban los 

lineamientos mínimos de esta garantía para motivar la imputación de 

responsabilidad solidaria; y, como último, el segundo supuesto específico 
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consistió en que el derecho de defensa y el derecho a ofrecer y producir pruebas 

eran tratados indebidamente a través del procedimiento de atribución de 

responsabilidad solidaria en representantes legales de sujetos jurídicos en el 

Código Tributario peruano, ya que, al no señalarse uno en específico, la 

Administración Tributaria podía variar el procedimiento o incluso no llevarlo, 

perjudicando al representante legal en cuanto al ejercicio de su defensa y la 

posibilidad de actuar medios probatorios antes que se le determinara la calidad de 

responsable. 
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II. MARCO TEÓRICO 

En esta sección, en primer lugar, corresponde señalar los antecedentes 

advertidos en relación a la temática, los cuales son tesis elaboradas tanto en el país 

como en el extranjero. En cuanto a nivel nacional, se tiene a Romero (2015) con 

su tesis para alcanzar el grado de Magíster sobre Derecho de la Empresa, titulada: 

“La responsabilidad de los representantes legales de las personas jurídicas en el 

ámbito tributario”; en aquella, se propuso como objetivo: plantear un procedimiento 

para atribuir responsabilidad solidaria sobre individuos con calidad de 

representantes legales de sujetos jurídicos, siendo que aquel se caracterice por 

regular el empleo del apartado del artículo 16º de la normativa peruana tributaria 

referido a la presunción de negligencia grave, dolo o abuso de facultades por la 

entidad encargada de la recaudación. En su investigación, concluyó que existía la 

necesidad de un procedimiento particular a fin de sustentar el respeto al debido 

proceso conjuntamente con el derecho a la defensa; por tal, el procedimiento 

propuesto por su parte permite a los representantes legales ejercitar de forma plena 

su derecho a defenderse y a la vez, asegura que la Administración pueda emitir 

resoluciones respaldadas por un debido procedimiento. 

En adición, se cuenta con Corzo y Meza (2020), quienes presentaron su tesis para 

alcanzar el título profesional de Abogadas, nombrada: “Responsabilidad solidaria y 

el derecho a la seguridad jurídica de los representantes legales en las Sociedades 

Anónimas, Lima 2020”; aquella que incluyó como objetivo principal: determinar la 

incidencia de la responsabilidad de tipo solidaria en cuanto al derecho a la 

seguridad jurídica sobre los individuos representantes legales en las sociedades 

anónimas de Lima del año 2020. Ante ello, las autoras concluyeron, entre otros, 

que la normatividad del Código Tributario quebranta la seguridad jurídica de 

quienes representan legalmente a una sociedad, toda vez que dicha 

responsabilidad cuenta con muchos vacíos e inconsistencias, atentando, así, el 

resguardo jurídico de mencionados agentes; de igual manera, los procedimientos 

para imputar la citada responsabilidad ocasionan, en su espacio, la lesión 

injustificada de derechos. 
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Igualmente, se halla a Sánchez (2016) con su tesis para conseguir el título 

profesional de Abogada, nombrada: “Responsabilidad solidaria de los 

representantes legales en materia tributaria”; en aquella, se planteó como objetivo 

general: establecer, por medio del análisis, si dentro de las normas sobre la 

responsabilidad solidaria dispuestas en el citado código sustantivo, se advierte una 

ausencia de razones claras o criterios especiales para establecer la responsabilidad 

en referencia. Al final, concluyó que el Estado con su ánimo recaudador ha regulado 

figuras adicionales para garantizar que se cumplan las obligaciones tributarias, 

como es la responsabilidad solidaria en los sujetos con calidad de los 

representantes legales; no obstante, hoy en día, no basta que dichos personajes 

solo ostenten dicha calidad, sino que, también, resulta relevante que se cumplan 

supuestos precisos y claros, aquellos que todavía no han sido expresados en la 

norma, así como manifiesta que la limitada regulación de la temática en materia 

tributaria podría generar riesgo a los principios que regulan el sistema de tributación 

vigente. 

Además, el autor Vera (2017), en su tesis para alcanzar el grado de Magíster en 

Derecho Tributario, titulada: “El procedimiento de fiscalización es el único 

procedimiento regular previo para la válida emisión de la resolución de 

determinación”, se trazó a manera de objetivo: establecer si la entidad tributaria se 

encuentra en la posibilidad de emitir de forma válida el acto administrativo 

denominado como resolución de determinación sin realizar con anterioridad un 

procedimiento, en este caso, de fiscalización. Por consiguiente, el investigador 

concluyó que la acción de girar dicho valor de cobranza sin previamente haber 

efectuado un procedimiento de fiscalización representa una amenaza o, incluso, 

una transgresión a varios derechos del obligado tributario, resaltando al debido 

procedimiento y su garantía denominada como derecho de defensa, toda vez que 

se priva al obligado de un procedimiento consistente en una profunda indagación y 

la creación de un nexo entre las partes, generándose una innecesaria carga para 

el acreedor tributario y el Tribunal Fiscal, además, se producen gastos para el 

obligado al aplicar su derecho a defenderse a partir de un procedimiento 

contencioso de dicho ámbito. 
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Ahora bien, a nivel internacional, se halla a la autora García (2020) con su tesis 

para alcanzar su título de Abogada, nombrada: “Vinculación del deudor solidario en 

el procedimiento de fiscalización, determinación, discusión y cobro de obligaciones 

tributarias - línea jurisprudencial”, la cual contó con el siguiente objetivo: analizar el 

procedimiento tributario de forma amplia y detallada, respecto de sus fases, 

profundizándose en los probables inconvenientes respecto a la negativa de vincular 

al deudor solidario hasta la notificación de cobro, considerando el vacío normativo 

que se identifica en la normativa tributaria colombiana. Por tal, en su investigación, 

concluyó que cuando la normativa disponía que la obligación tributaria tenía que 

ser cancelada por los deudores solidarios, el procedimiento resultaba ser dirigido a 

la última fase, incluso, aquellos podían ser vinculados solo al procedimiento de 

cobranza coactiva; consecuentemente, los derechos de dichos personajes, tales 

como del debido proceso, defensa y contradicción eran vulnerados, ya que en la 

etapa de cobro, tenían la única oportunidad de defenderse respecto a la deuda que 

debían responsabilizarse, sin que pudieran discutir sobre los actos administrativos 

emitidos de parte de la entidad tributaria en los procedimientos precedentes. 

Adicionalmente, se cuenta con Carreño (2018) y su tesis para conseguir el grado 

Magíster con mención en Derecho Tributario, titulada: “La protección del debido 

proceso en el procedimiento de declaración judicial de la existencia de abuso o 

simulación y de la determinación de la responsabilidad respectiva en materia 

tributaria”; en aquella, se planteó como objetivo: exponer la evolución que tuvo el 

procedimiento en la tramitación contenida en la Reforma Tributaria de 2014 en 

Chile, analizando de manera profunda su contenido y así, concluir si las 

modificaciones brindaban una concordancia con la normatividad del debido 

proceso. Por tanto, la autora concluyó que la citada reforma todavía estaba guiada 

por la anterior jurisdicción tributaria en combinación con la reciente modernización, 

por la cual, identificó que únicamente el contribuyente se encontraba apto de 

participar desde el inicio del proceso de fiscalización y hasta la posterior citación, 

aportando los antecedentes solicitados; de otro lado, evidenció que un tercero sólo 

podría impugnar el monto determinado e imputado mediante el procedimiento de 

reclamación una vez practicada la calificación del acto abusivo o eludido contenido 

en la liquidación o giro. 
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Seguidamente, la autora Prósper (2018), en su tesis para obtener el grado de 

Doctor en Derecho, titulada: “Una visión actualizada del instituto de la 

responsabilidad tributaria y su incidencia en los presupuestos de hecho por 

participación en actos ilícitos”, se planteó como objetivo: analizar la responsabilidad 

tributaria por originar o ayudar de forma activa en la configuración de  una infracción 

tributaria; por tal, pudo concluir que se distinguen dos grupos, uno referente a los 

obligados al pago a consecuencia de haber manifestado cierta capacidad 

económica y el segundo consistente en otros sujetos, quienes a pesar de concurrir 

de forma igual al pago de la deuda, responden con su patrimonio en virtud de otros 

motivos; además, de la profundización de la serie de presupuestos existentes que 

declaran la citada responsabilidad en el marco jurídico tributario de España, pudo 

determinar que la singular característica en común entre todos los sujetos consiste 

en la función de garantía sobre el pago del adeudo tributario, identificándose que la 

responsabilidad estudiada tiene como base una actuación negligente o dolosa del 

personaje. 

Por último, se tiene a Castrillón y García (2018) con su tesis presentada para 

alcanzar el título de Magíster en Tributación, nombrada “El debido proceso, una 

aproximación al ámbito tributario”; en la cual, plantearon como objetivo general: 

analizar, desde el marco constitucional y legal, los actos administrativos y tributarios 

que hubieran vulnerado el debido proceso de los obligados a través de sentencias 

de parte de la corte constitucional y del consejo de estado. Por lo tanto, 

concluyeron, entre otros, que la carencia en la tecnológica, la falta de 

profesionalización y el temor a las secuelas de carácter político, produce que el 

acreedor tributario persiga a los responsables y deje pasar a grandes sujetos 

evasores de impuestos; en adición, identifican que el objeto del debido proceso es 

asegurar el correcto funcionamiento de la Administración, así como garantizar la 

validez de sus propias actuaciones y proteger el derecho a la defensa de los 

intervinientes; por lo que, su vulneración ocurre cuando la decisión de la 

Administración es tomada de forma arbitraria, en una actuación absolutamente 

desconectada con el ordenamiento jurídico, basándose en su única voluntad. 
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Igualmente, en la presente sección, se detallarán las teorías respecto a la temática 

seleccionada. Por tanto, se optó como primera categoría: la responsabilidad 

solidaria en representantes legales de personas jurídicas, enfocada en el 

ámbito tributario, sobre la cual, Navarro (2021) la define como una responsabilidad 

inmediata, a razón de que el acreedor tributario se encuentra facultado de atribuirla 

a un tercero una vez detecte que el contribuyente no ha efectuado el pago del 

adeudo tributario dentro del tiempo voluntario brindado; es decir que, la citada 

institución constituye una responsabilidad directa que se activa ante el 

incumplimiento del deudor primario, quien debía cancelar la deuda en un plazo 

determinado, produciendo que la exigencia de pago sea derivada, por parte de la 

Administración Tributaria, hacia un tercero denominado como responsable y con 

calidad de solidario. 

De la misma manera, García (2017) indica que es una regla especial; por tal, deberá 

estar establecida en la Ley y se caracteriza por producir que el responsable se 

ubique junto al deudor principal una vez que este último no cumpla con la prestación 

tributaria dentro del periodo voluntario; por tanto, dicha figura debe hallarse en una 

disposición expresa dentro de la legislación tributaria y, por la misma, el tercero 

estudiado se convierte en un obligado tributario adicional, quien, si bien no ha 

realizado el hecho imponible, la Administración lo sitúa en una relación cercana o 

próxima con el deudor principal para la recaudación. 

De igual modo, Nuki (2021) menciona que dicha responsabilidad es atribuida a los 

individuos con calidad de representantes legales de sujetos jurídicos, como serían, 

los directores y otros individuos involucrados con las decisiones de la compañía, 

debido a que, en mérito a sus facultades, expresan la voluntad del sujeto jurídico 

en torno a la gestión del negocio; entiéndase, dichos personajes vinculados a la 

persona jurídica son susceptibles de atribuírseles la responsabilidad de una deuda 

tributaria, ya que, al hallarse autorizados, toman decisiones que simbolizan la 

voluntad de la empresa.  

Asimismo, Huang et al. (2022) precisan que, en este caso, la responsabilidad 

solidaria se manifestará cuando la persona jurídica no hubiese cancelado la 

totalidad o parte de los tributos; por lo cual, la Administración Tributaria trasladará 
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la obligación de tipo patrimonial a una persona física no muy ajena a la situación; 

esto es, se responsabilizará a su representante legal, quien, en primer plano, 

administra o administró los recursos del negocio. 

Por tanto, Vega-León (2021), resaltando un pronunciamiento del máximo intérprete 

peruano de la Norma Fundamental, recaído en el Expediente N° 0002-2006-PI, 

explica que, a través de la categoría seleccionada, un sujeto sin poseer la calidad 

de contribuyente, entiéndase que no configuró el hecho imponible, será 

determinado como responsable solidario a fin de cancelar la prestación de carácter 

tributaria exigida por el acreedor tributario hacia su parte, en razón a factores de 

conexión o como herramienta de sanción, en base a lo dispuesto por Ley; en ese 

sentido, a un representante legal de un sujeto jurídico se le podrá imputar la 

responsabilidad solidaria sobre deudas pertenecientes a este último en mérito a las 

disposiciones expresadas en el texto normativo tributario vigente. 

En el país, el Texto único Ordenado (TUO) del Código Tributario (2013), 

específicamente, mediante su artículo 16° y siguientes ha regulado la presente 

categoría, indicado en el artículo en mención que los representantes legales de los 

contribuyentes, en este caso, personas jurídicas, estarán obligados a cancelar los 

adeudos tributarios y cumplir con las exigencias de carácter formal en su calidad 

de representantes, ya sea con los recursos que administren o que dispongan. A su 

vez, la Ley General de Sociedades (1997), en sus artículos 177° y 191°, dispone 

que los directores y gerentes, quienes son representantes legales, responden 

solidariamente ante los terceros y la sociedad por los daños y perjuicios causados 

a razón de determinadas conductas por su parte. 

Por lo que, siguiendo lo expuesto por Vega-León (2021), la citada figura está 

regulada en la normativa tributaria y se activa ante la falta de pago del 

contribuyente, trasladando la obligación a un cierto tercero, quien, a pesar de no 

haber configurado el hecho imponible, guarda o guardó una relación con el obligado 

principal, siendo dicho tercero el representante legal de una persona jurídica, quien 

expresa la voluntad de su representada; por tal, se le deriva una responsabilidad 

de tipo solidaria, ocasionando que la exigibilidad de pago sea también para aquel. 
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Siguiendo la línea anterior, se tiene como primera subcategoría: los criterios de 

atribución de dicha responsabilidad en cuanto a los sujetos seleccionados para la 

investigación. Al respecto, Arcia y Hessdörfer (2016) definen que son exigencias 

desde una óptica subjetiva a fin de emplear la figura de responsabilidad solidaria 

reconocida por ley; por ende, son condiciones necesarias para producir que un 

representante legal asuma la obligación de responder por adeudos ajenos, siendo 

que resultan exigibles al estar señalados en la norma.  

De igual manera, Adamus (2020) precisa que son elementos por los cuales se 

analiza la calidad del representante legal y, en especial, su conducta, 

identificándose si se efectuó un comportamiento negativo por parte de aquel en 

relación a ciertas obligaciones, con el propósito de conocer por cuál periodo deberá 

responder solidariamente y sobre qué deuda; es decir, la responsabilidad a asignar 

se orienta, principalmente, por una valoración negativa de su proceder, que 

conllevará que se puedan reconocer demás componentes. 

Seguidamente, Chipoco (2019) precisa que, de conformidad con el artículo 16° de 

la normatividad tributaria vigente, la entidad está facultada de atribuir la citada 

responsabilidad cuando se presenten los siguientes supuestos: dolo, negligencia 

grave o abuso de sus facultades; mejor dicho, respecto a esta subcategoría, la 

imputación de responsabilidad solidaria estará orientada a verificar una cierta 

conducta del potencial obligado tributario que conllevó a que se dejaran de pagar 

los tributos, constituyéndose como criterios. 

Por tanto, siguiendo a Chipoco (2019), se puede resaltar que, para la determinación 

de responsabilidad solidaria en el sujeto seleccionado, existe la exigencia de 

verificarse si su actuación, orientada a incumplir con las obligaciones tributarias, se 

ocasionó por una conducta dolosa, negligente de forma grave o abusando de las 

prerrogativas otorgadas, criterios dispuestos por el Código Tributario vigente. 

Además, se cuenta como segunda subcategoría: el procedimiento de 

atribución. En cuanto a ello, García (2022) especifica que es un conjunto de actos 

previos de parte de la Administración Tributaria a fin de determinar de manera 

individual las circunstancias que configurarían la solidaridad, que se representará 

en un acto bien notificado que servirá como título para el mandamiento de pago; 
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por lo que, son los pasos que el acreedor tributario efectúa para evaluar la 

responsabilidad solidaria en un sujeto y toda su labor lo plasma en un acto 

administrativo. 

En el país, de acuerdo a Velásquez (2019), la última parte del artículo 20º-A de la 

norma tributaria, dispone que a fin de tener por válida la responsabilidad estudiada 

y produzca sus efectos, el acreedor tributario deberá poner en conocimiento al 

responsable, mediante acto de notificación, la resolución de determinación 

pertinente, en la cual se halle la causal atribuida y la cantidad que adeuda; por tal, 

es un requisito que la entidad emita un acto que contenga la declaración de la citada 

responsabilidad, así como el monto a cancelar, posterior al procedimiento o las 

actuaciones que la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración 

Tributaria (SUNAT) lleve a cabo para identificar al responsable solidario.  

Al respecto, Asencios (2016) explica que, en el caso peruano, si bien se ha 

señalado que no es necesario el inicio de un procedimiento de fiscalización 

conforme a lo señalado en el artículo 20°-A de la normatividad tributaria, la propia 

SUNAT ha emitido pronunciamiento que posibilita desplegar un procedimiento con 

antelación a la expedición del acto administrativo comentado precedentemente; 

entiéndase que si bien no se cuenta con un procedimiento en específico, la entidad 

tributaria, temporalmente, ha optado por señalar que se pueden realizar acciones 

que conformarían un procedimiento de atribución. 

Sobre lo último, Paredes y Young (2020) manifiestan que, dentro de las acciones 

escogidas por la entidad tributaria peruana en relación a la temática, la misma se 

encarga de tratar la ausencia de cumplimiento de las prestaciones tributarias, 

fiscalizar, tomar conocimiento de los motivos de no pago, confirmar la existencia de 

la causal objetiva o subjetiva, y finalmente atribuir la responsabilidad solidaria al 

amparo de su facultad discrecional. 

Ante ello, resaltando lo expuesto Asencios (2016), la referida subcategoría encierra 

una serie de actividades de parte del acreedor tributario a fin de poder emitir el acto 

que imputa la responsabilidad solidaria sobre determinada deuda; siendo que, en 

el contexto peruano, el procedimiento en referencia no se halla establecido 

expresamente en la norma tributaria; por lo cual, de las investigaciones, la 
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Administración Tributaria aplicaría una serie de actuaciones, coordinadas 

internamente. 

Por otro lado, se seleccionó como segunda categoría: el principio del debido 

procedimiento, aquel que, conforme a Galvis (2019), es una institución que agrupa 

los parámetros impuestos a la Administración a fin de salvaguardar los derechos 

de los administrados, contrarrestando arbitrariedades y enalteciendo la actuación 

de las autoridades y las partes en orientación a la dignidad humana; mejor dicho, 

dicho principio contiene un conjunto de límites legales y constitucionales para el 

Estado en el ejercicio de sus facultades, con la finalidad que sus actuaciones estén 

orientadas al respeto de los administrados.  

De igual forma, De La Rosa (2019), especifica que la categoría encierra un conjunto 

de requisitos que deben ser cumplidos por las entidades y que, de otro lado, 

permiten que las personas puedan defender sus derechos adecuadamente ante 

alguna acción adversa del Estado; y el mismo tiene sustento en normativas 

protectoras de derechos y libertades de las personas, ubicadas en sociedades en 

las cuales la Ley es suprema; por tanto, resulta ser una garantía fundamental, a 

través de la cual, se exige que la Administración Tributaria al desplegar sus 

acciones, las realice sin arbitrariedades, respetando el marco jurídico que protege 

a todos los ciudadanos. 

Adicionalmente, Villegas (2015) aclara que la referida categoría proviene del 

principio constitucional conocido como debido proceso, siendo que, en el ámbito 

tributario, es denominado de esa manera en referencia a lo dispuesto en el marco 

general vigente de los procedimientos administrativos, que resulta, también, 

aplicable al obligado tributario, quien es sujeto de derecho, debido a lo dispuesto 

por la norma IX del Título Preliminar del TUO del Código Tributario, confiriéndole 

una serie de derechos y mecanismos de protección ante los requerimientos del 

acreedor tributario; entiéndase que el mencionado principio no es ajeno a la 

garantía del debido proceso y resulta aplicable a los asuntos tributarios al 

desarrollarse procedimientos por parte de la Administración Tributaria, 

garantizando la protección correspondiente. 
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Siguiendo lo anterior, en el Perú, el TUO de la Ley Nº 27444 (2019), en su artículo 

IV, ha regulado la categoría en mención, precisando que a los administrados se les 

concede las garantías contenidas al debido procedimiento en materia 

administrativa, enunciando una serie de derechos que permiten ejercer su defensa, 

la posibilidad de actuar los medios probatorios que hubiera presentado y fueran 

admitidos, así como obtener una decisión en orientación al derecho; igualmente, el 

artículo 139° de la Constitución Política del Perú (1993) reconoce al principio 

desarrollado, precisando la exigencia de su observancia en las actuaciones de los 

órganos del Estado. 

El autor Jiménez (2019) agrega que el contenido del principio del debido 

procedimiento es variado, hallándose más principios y derechos otorgados al 

obligado tributario, por ejemplo, el principio orientado a reclamar sobre lo que no 

está de acuerdo, el derecho de poder ejercer defensa y el principio sobre recibir 

decisiones debidamente motivadas; por tal, se evidencia que su aplicación es de 

suma importancia, representando en una garantía de legalidad procedimental que 

protege la seguridad jurídica, la razonabilidad, libertad y la defensa. 

 

Por lo precisado, siguiendo a Villegas (2015), la presente categoría se considera 

como mecanismo proveniente del área constitucional hacia el ámbito tributario, 

reconocida expresamente, que dispone parámetros hacia la Administración 

Tributaria, así como derechos al obligado tributario, para, así, evitar arbitrariedades 

en la actuación del acreedor tributario y conseguir que los actos desplegados se 

realicen en orientación al marco jurídico aplicable.  

En seguida, respecto al principio desarrollado, se tiene como primera 

subcategoría: el derecho a la debida motivación, aquel que, conforme a Milkes 

(2019), no solo es un requisito para asegurar buenas prácticas de parte de la 

Administración, sino que, es un deber para las autoridades respecto a exponer 

exhaustiva, razonable y claramente los motivos que apoyan su decisión; por tanto, 

dicho derecho encierra un mandato para la autoridad tributaria orientada en 

justificar lo resuelto debidamente en vez de realizar una simple remisión de normas 

sobre lo decidido o su competencia.  
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Además, León (2015) precisa que la mencionada subcategoría se encuentra 

subsumida al desarrollado principio del debido procedimiento y permite que el 

administrado conozca de manera clara y motivada los hechos estudiados por la 

Administración, así como su justificación; es decir que, representa una garantía 

esencial que se aplica para requerir a la autoridad tributaria transmita claramente 

sus decisiones y la justificación sobre las mismas para no correr el riesgo de emitir 

un pronunciamiento arbitrario. 

De igual modo, Obando (2016) manifiesta que el mismo resulta ser una exigencia 

tanto legal como constitucional a fin de tener como válido a un acto administrativo, 

toda vez que, en este último, se prevé una situación jurídica y tributaria concreta 

que puede favorecer o afectar al contribuyente, así como para demostrar el respeto 

al derecho de defensa; por lo que, de expedirse un acto sin la explicación suficiente, 

no solo se estaría ante la invalidez del acto, sino de las propias acciones 

desplegadas por la Administración Tributaria; de esa forma, ya sea que se trate de 

un acto favorable o no, dicha garantía es requerida para acreditar que la actuación 

del acreedor tributario se realizó conforme a lo dispuesto por las normas aplicables, 

respetando todas las garantías otorgadas al obligado tributario. 

Añadiendo a lo anterior Valdivia (2021) señala que el derecho en mención consiste 

en ser un derecho instrumental, toda vez que aparte de ser un derecho del obligado 

para que pueda sustentar los recursos de impugnación permitidos, también es una 

obligación legal que se le impone a la entidad para la aplicación de las normas 

sustantivas, permitiéndole verificar que actuación no sea arbitraria; sino que, se 

encuentre sustentada en la aplicación razonable y racional del derecho, así como 

sus fuentes. 

En ese sentido, de conformidad con la posición de Obando (2016), se tiene que el 

referido derecho es un requisito esencial que la Administración Tributaria debe 

respetar y a la vez una garantía concedida al obligado tributario; además, se 

manifiesta en el ámbito tributario cuando se emite una decisión o acto por parte del 

referido acreedor tributario, quien, para la validez de sus actuaciones, precisará de 

forma clara y adecuada sus motivos sobre lo resuelto, los cuales deben hallarse 

orientados por todo el marco jurídico aplicable.  
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En adición, se cuenta como segunda subcategoría: el derecho de defensa, el 

cual, según Huaypaya (2015), se constituye como un requisito fundamental de todo 

debido proceso, a fin que el administrado pueda conocer las cuestiones imputadas 

a su conducta, y, así, se encuentre en la posibilidad de expresar su posición en 

miras de lograr una decisión adecuada; mejor dicho, es una garantía que exige que 

las actuaciones de la Administración Tributaria sean dadas a conocer 

oportunamente al obligado tributario, quien, de no estar de acuerdo, pueda exponer 

sus argumentos de defensa a fin de obtener una respuesta apropiada. 

Agregando a lo anterior, Díaz y Urzúa (2018) indican que es una garantía y derecho 

fundamental del administrado, el cual no solo se aplica al momento de presentar un 

medio de defensa, sino que se debe manifestar en todas las actuaciones que 

implican a dicha persona y, de ser consentidas, puedan resultar en irreversibles; 

mejor dicho, el presente derecho no se limita a estar presente en un solo momento, 

en vez de ello, se halla en todos los estadios del procedimiento y actuaciones que 

realice la Administración Tributaria. 

En relación a lo anterior, Vargas (2022) destaca que la subcategoría es una garantía 

de aplicación tanto general como universal, que se concibe como presupuesto 

fundamental de la realización de la justicia, ya que contiene un conjunto de 

facultades y garantías reconocidas en el marco normativo, que tienen por objetivo 

brindar protección al ciudadano sometido a cualquier procedimiento, a fin que aquel 

se encuentre en la posición de hacer valer sus derechos sustanciales y lograr el 

respeto de las formalidades propias del procedimiento. 

De la misma forma, de esta subcategoría, Obando (2019) precisa que la misma 

también encierra otros derechos, tales como, el de presentar pruebas, solicitar la 

entrega de estas últimas, controvertir en caso considere que no es correcto y exigir 

su regularidad, con la finalidad que se pongan en conocimiento lo obtenido durante 

un procedimiento administrativo tributario o en el ejercicio de la potestades 

otorgadas a la entidad tributaria; en ese sentido, se constituye como un derecho 

fundamental que contiene otras facultades orientadas a brindar un oportuno 

conocimiento de los actos de la Administración al obligado tributario, y de ser 

necesario, aquel pueda exigir lo adecuado. 
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Por lo expuesto, de acuerdo Huaypaya (2015), la referida subcategoría es una 

garantía perteneciente al debido procedimiento, que busca garantizar una 

intervención activa por parte del obligado tributario, exponiendo sus argumentos 

para sustentar su causa frente a las actuaciones de la otra parte que conoció 

oportunamente; siendo que dicho derecho debe ser respetado cuando la 

Administración Tributaria ejecute acciones que producirán efectos en el obligado. 

Por último, se incluye como tercera subcategoría: el derecho a ofrecer y 

producir pruebas, aquel que, de acuerdo a Ruocco (2013), es un contenido 

originario del debido proceso y consiste en ser la vía por la cual el administrado 

puede acreditar cómo se suscitaron los hechos conforme a sus propias 

afirmaciones y, de esa forma, ejercer su derecho a ser oído, presentar descargos, 

entre otros, previo al término del procedimiento. 

Siguiendo la línea anterior, Aguirrezabal y Flores (2021) expresan que dicho 

derecho es un elemento primordial de todo justo, debido y racional procedimiento, 

puesto que, por medio de una adecuada acreditación de los supuestos fácticos en 

los que se funda el ejercicio de la potestad pública, tanto la autoridad tributaria como 

el deudor tributario obtienen un acto administrativo fundamentado sobre la base de 

hechos debidamente probados; por lo que, la prueba, su procedimiento para 

rendirla, así como su valoración se constituyen como los puntos más delicados 

dentro de un procedimiento administrativo en particular. 

Del mismo modo, Magide y González (2020), precisan que, en el país, la citada 

subcategoría se encuentra comprendida en el artículo IV ubicado en el Título 

Preliminar de la normativa aplicable a los procedimientos administrativos, la cual no 

se agota con el ofrecimiento, sino que se extiende a la producción de todas las 

pruebas relevantes, directas y contrarias de las cuales disponen cada parte; 

adicionalmente, resaltándose un pronunciamiento del máximo intérprete de la 

Constitución recaído en el Expediente N° 00010-2002-AI/TC, se tiene que dicho 

derecho goza de protección constitucional, pero su ejercicio no es absoluto, porque 

se encuentra sujeto a principios que informan la actividad probatoria. 

Asimismo, Rebollo et al. (2005) señala que dicha subcategoría encierra una 

variedad atributos; siendo que se otorga al ciudadano el derecho a presentar 



18 

 

pruebas en la manera y plazo conforme lo establece la ley; el derecho a que se le 

acepten las pruebas caracterizadas por ser procedentes; y el derecho a que se 

practiquen dicha pruebas con las condiciones formales e imprescindibles; 

entiéndase, que la ejecución debe respetar principios fundamentales aplicables, tal 

como la contradicción y la inmediación; además, en caso de denegación de alguna 

prueba, la decisión debe ser expresa y motivada. 

En ese sentido, considerando a Aguirrezabal y Flores (2021), la presente 

subcategoría es un derecho que permite al contribuyente realizar acciones en torno 

la acreditación de hechos por medio de la prueba, y de otro lado, a la Administración 

recolectar medios probatorios que sustenten sus actos; en ese sentido, la 

proposición y control de la prueba representa la base primordial que posibilita a la 

entidad tributaria arribar a la verdad material y asegurar el respeto al contribuyente, 

destinatario último del accionar administrativo. 

Para finalizar, se tienen a los enfoques conceptuales, contándose con los 

siguientes términos: el dolo, el cual, conforme a Bashiri et al. (2019), es una 

conducta que produce responsabilidad en el agente, ya que el mismo actúa o deja 

de actuar consciente y deliberadamente para conseguir un determinado resultado; 

por tanto, se analiza todos los componentes de la actuación del autor; además, está 

la negligencia grave, que, según Simons (2022), es la condición por la cual un 

sujeto no actúa con cuidado razonable o se descuida en tomar las precauciones 

más elementales en la situación donde se halla; esto es, se necesita revisar si aquel 

omitió un mínimo cuidado o no aplicó una diligencia necesaria; y, como último, se 

halla el abuso de facultades, sobre aquella, Choi y Park (2022) manifiestan que 

es una elección para dejar de pagar las obligaciones, sustentándose en la 

capacidad del agente sobre la empresa a cargo y teniéndose que para aquel, es un 

escenario donde aplica una estrategia a beneficio propio o de un tercero; en 

consecuencia, se aprovecha de su condición, sin contar con el poder específico o  

excediendo sus facultades, en busca de un beneficio directo o indirecto. 
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III. METODOLOGÍA 

3.1. Tipo y diseño de investigación 

Al respecto, el autor Pradeep (2018) indica que realizar un estudio 

enmarcado en fundamentos teóricos, sin la contraposición con elementos prácticos, 

a fin de profundizar en la temática, proyectando nuevos conocimientos y, de ser el 

caso, modificando a los ya existentes pertenece la concepción de una investigación 

básica. En ese sentido, en el presente estudio caracterizó por ser de tipo básica y 

su elección radicó en que, partiendo de un marco teórico existente referente a la 

temática seleccionada, se buscó generar nuevos aportes y mejores conocimientos 

sobre el fenómeno en cuanto a los sujetos estudiados, sin cotejar con algún aspecto 

práctico. 

Además, Yu y Smith (2021) explican que existe un diseño cualitativo de carácter 

flexible, que tiene como finalidad desarrollar construcciones teóricas a través de la 

categorización de datos bajo un proceso sistemático y, así, durante la investigación, 

dicha información oriente la articulación de los hallazgos en vez de solo ratificar una 

proposición anterior; siendo conocido como la teoría fundamentada. Por lo que, el 

trabajo estuvo orientado en el diseño de teoría fundamentada, debido a que, a 

través del mismo, se propuso la generación de una teoría que explique la temática 

en referencia a los representantes legales, sobre quiénes, los alcances producidos 

todavía no logran dar una solución a los problemas generados, siendo que el aporte 

sobre el fenómeno se efectuó a partir de un análisis sistemático de la información 

recolectada. 

3.2. Categorías, Subcategorías y matriz de categorización 

De conformidad a lo precisado anteriormente, la primera categoría consistió 

en la responsabilidad solidaria en representantes legales de personas 

jurídicas, de la cual, sus subcategorías fueron: a) criterios de atribución y b) 

procedimiento de atribución; de otro lado, respecto a la segunda categoría, la 

misma fue el principio del debido procedimiento, y a partir de ello, como 

subcategorías: a) derecho a la debida motivación, b) derecho de defensa y c) 

derecho a ofrecer y producir pruebas. Asimismo, en los anexos del presente 
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estudio, se consignó la tabla de categorización apriorística. 

3.3. Escenario de estudio 

Ahora bien, el referido escenario de estudio se enmarcó dentro de la relación 

jurídica tributaria producida entre los representantes legales de personas jurídicas 

y la propia Administración Tributaria; siendo que la información recolectada por 

parte de los informantes se guio por la aplicación del TUO Código Tributario 

peruano vigente (2013), hallado en el Decreto Supremo N° 133-2013-EF, del cual, 

en sus disposiciones, se advirtió que tenía alcance nacional. 

3.4. Participantes 

Seguidamente, el estudio se enfocó en un grupo determinado de obligados 

tributarios, estos son, los representantes legales de personas jurídicas, siendo que 

dichos sujetos naturales podían ser afectados conforme a la problemática ya 

explicada. Por consiguiente, a fin de dar esclarecer la situación, se contó con el 

apoyo de informantes calificados, quienes eran abogados y, con sus conocimientos 

especializados en el ámbito tributario, intervinieron para explicar el fenómeno 

suscitado.  

Tabla 1 

Lista de participantes  

N° Nombres Apellidos DNI Nacionalidad Cargo 

1 
Ángela 

Gannine  
Arrunátegui 

Burgos 
70438064 Peruana 

Analista de la 
Procuraduría 
Pública (PP) del 
Ministerio de 
Economía y 
Finanzas (MEF) 

2 
Lady 
Astrid  

Chumbes 
Villavicencio 

42290036 Peruana 
Analista de la PP 
del MEF 



21 

 

3 
Gracce 
Gina  

Díaz 
Ángeles 

41501234 Peruana 

Abogada IV de 
Procesal 
Contencioso 
Administrativo de 
la PP del MEF 

4 
Lucero 

Emperatriz  
Gamarra 
Ramos 

10724031 Peruana 

Especialista en 
Derecho 
Tributario y 
Aduanero de la 
PP del MEF 

5 
Nancy 
Victoria  

Marín 
Figueroa 

09583140 Peruana 

Especialista en 
Derecho 
Tributario y 
Aduanero de la 
PP del MEF 

6 
Rosario 

del Jesús  
Muñoz 

Romero 
43941210 Peruana 

Asistente de la 
PP del MEF 

7 Luis Efren  
Ruelas 
Llenera 

29566268 Peruana 
Abogado 
independiente 

8 
Karen 
Paola 

Salas 
Fernández 

72706670 Peruana 

Asistente Legal 
del área de 
Asesoría Legal 
de la Empresa de 
Seguridad, 
Vigilancia y 
Control S.A.C. 

9 Claribel  
Tardío 
Lozada 

40189809 Peruana 
Analista de la PP 
del MEF 

Nota. Se recolectaron los datos personales y laborales sobre las participantes. 

3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

En primera, Abdullah (2019) indicó que existían una diversidad de técnicas; 

siendo una de ellas, la entrevista, que ha sido un método de recopilación de 
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información cualitativa, que involucraba la participación de dos partes que discutían 

sobre un tema social o humano en específico, con el propósito de conseguir la 

perspectiva del entrevistado sobre un fenómeno determinado; consecuentemente, 

se optó por recolectar los datos mediante la técnica de la entrevista, ya que 

resultaba adecuada para profundizar en el problema a través de interacciones 

verbales que proporcionaran un amplio punto de vista de los participantes sobre los 

problemas mencionados por medio de una serie de preguntas.  

Por lo que, bajo esa misma línea, Cormac et al. (2019) mencionaron que dicha 

técnica contaba con su propia herramienta estructurada de recopilación de datos, 

por la cual, se abordaba al entrevistado con una serie de interrogantes de 

investigación y, así, se conocía su percepción en conjunto sobre un fenómeno; 

siendo la guía de entrevista dicho instrumento. En ese sentido, resultó importante 

aplicar la guía de entrevista, porque permitió estructurar las preguntas y que estas 

últimas, fueran basadas en los objetivos propuestos en el estudio, cumpliendo la 

finalidad de conocer lo que pensaban sobre la temática seleccionada; cabe agregar 

que, para su empleo, se contó con la aprobación de su validez. 

Tabla 2 

Validación de instrumento 

Validación de instrumento 

Validador Cargo Porcentaje 

Mg. Carolina Lui Lam Postigo 
Docente de la Universidad 

César Vallejo  
90% 

Dr. Johnny William Mogollón 
Longa 

Docente de la Universidad 
César Vallejo 

93% 

Mg. Eliseo Segundo Wenzel 
Miranda  

Docente de la Universidad 
César Vallejo 

95% 

Nota. Se demostró la confiabilidad y validez de la guía de entrevista.  
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En adición, Morgan (2021) explica que entre otras técnicas, se tiene al análisis 

documental, la cual es un método de investigación que consiste en recolectar y 

analizar varios tipos de documentos de alrededor del mundo, caracterizados por 

contener texto que representa una fuente potencial para el análisis cualitativo; por 

consiguiente, en la presente indagación, se optó por la técnica del análisis 

documental, puesto que se brindó la posibilidad de realizar una búsqueda rigurosa 

y extraer documentación valiosa tanto del país como fuera de él y proceder a su 

análisis, para así, rescatar lo más importante. 

De esa forma, el instrumento utilizado fue la guía de análisis de fuente 

documental, a razón de que, una vez seleccionadas las fuentes más apropiadas, 

estas fueron libros, jurisprudencias y un informe, se procedió a plasmar la 

información rescatada de las mismas, para así, continuar con el análisis y arribar a 

una conclusión; todo ello, con el propósito de almacenar la información analizada. 

3.6. Procedimiento 

La recolección implicó que, en primera, se elaborara los instrumentos de las 

técnicas seleccionadas, en orientación a los objetivos del estudio, siendo que dicha 

información se hallaba textualmente en las herramientas.  

Respecto a la guía de entrevista, se buscó su conformidad por parte de las 

autoridades correspondientes, conocedoras de la materia y metodología; después, 

se procedió a contactarse con los participantes y, así, fijar hora, fecha y forma de 

la entrevista; luego, se llevó a cabo entrevista, la cual, debido a la situación actual, 

se efectuó por medios virtuales y telefónicos sin perder la interacción necesaria 

para conseguir los aportes consistentes por dichas personas, a través de las 

preguntas planteadas; y, por último, se agradeció a los participantes por su 

intervención en la investigación.  

Por otra parte, en cuanto a la guía de análisis de fuente documental, teniendo en 

cuenta la situación actual, la opción más viable fue obtener la información por 

medios virtuales; por lo que, ingresé a la aplicación MyLoft, a fin de obtener el primer 

alcance de los términos para ubicar mejor la temática, y a las páginas oficiales de 

las entidades que emiten pronunciamientos sobre el tema, tales como el Tribunal 
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Fiscal y el SUNAT; posterior a ello, continué con la búsqueda del tema, filtrando 

para ubicar información de los últimos años, lo cual me proporcionó contar con 

libros, resoluciones y un informe sobre el ámbito seleccionado, a fin de proceder a 

rescatar lo más relevante y efectuar su análisis. 

3.7. Rigor científico 

En el presente apartado, Guillén y Sanz (2021) señalaron que el rigor 

científico se ha conocido como un criterio dominante y transversal para los estudios 

que se realizan bajo un orden científico, siendo que, encerraba una serie 

componentes y criterios para confirmar la pertinencia y validez. Por consiguiente, 

el trabajo cumplió con dicho criterio, puesto que, se caracterizó por poseer 

credibilidad, fiabilidad y autenticidad, partiendo de una investigación original y 

relevante, lo cual sustentó su pertinencia, siendo que dichas características las 

obtuvo por aplicarse la metodología más adecuada y realizar una recolección de 

datos rigurosa; de igual forma, se cumplió con el citado rigor, toda vez que el primer 

instrumento en elección pasó por el control de validación de parte de docentes 

especializados en investigaciones científicas y respecto de la temática, así como, 

el segundo instrumento rescató datos verídicos de las fuentes debidamente 

recolectadas, reflejando las características descritas. 

3.8. Método de análisis de la información 

Por otra parte, conforme a Rodríguez y Pérez (2017), se utilizó el método 

analítico, porque permitió descomponer la información general con el objetivo de 

rescatar las partes que se relacionan al fenómeno, identificándose y explicándose 

los elementos más relevantes; además, el método sintético, que a partir de la 

aplicación del primero, posibilitó resumir aquellas relaciones, propiedades y 

cualidades generales de las secciones ya analizadas; de igual forma, se empleó el 

método inductivo, ya que contenía un razonamiento que produciría pasar de 

conocimientos particulares a uno más general, caracterizado por reflejar los rasgos 

comunes entre los casos particulares; y el método sistemático, debido a que se 

procedió a otorgarle un orden y clasificación a la información recolectada. 
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3.9. Aspectos éticos 

En esta sección, resultó importante indicar que se respetaron los aportes 

recolectados en la investigación; es decir, se actuó con el debido respeto a los 

derechos de autor; siendo que, en cuanto a las fuentes documentales, se procedió 

a aplicar el extremo del Manual APA vigente que brindaba la forma en la que se 

debían citar los aportes y redactar las referencias sobre los autores de estos 

últimos; de igual manera, se reconoció adecuadamente los datos que brindaron los 

informantes que intervinieron el trabajo, quienes en su debido momento, 

demostraron su conformidad de participar y prestar sus conocimientos a dar 

solución al fenómeno. Asimismo, para fines de demostrar la aplicación de la ética, 

el estudio fue susceptible de ser verificado por el programa anti plagio conocido 

como Turnitin y a través del reporte correspondiente, se pudo sustentar que se 

reconoció debidamente las fuentes utilizadas en el estudio y, de esa forma, se evitó 

que surgieran inconvenientes que pudieran afectar la autenticidad del mismo. 

Igualmente, los pasos contenidos en la Resolución de Vicerrectorado de 

Investigación N° 110-2022-VI-UCV fueron cumplidos rigurosamente en el trabajo, 

lo cual, sustentó la calidad de la investigación para contribuir con nuevos 

conocimientos sobre el fenómeno detectado con incidencia en el ámbito tributario. 
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN  

En el presente apartado, se cumplió con detallar los resultados obtenidos 

en mérito a los instrumentos de recolección de datos señalados con anterioridad; 

en ese sentido, se inició con la guía de entrevista, precisando la información 

recabada a través de la misma. 

En cuanto al objetivo general: analizar de qué manera la determinación de la 

responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas respeta 

el principio del debido procedimiento en el Código Tributario peruano, se planteó 

como primera pregunta: ¿qué opinión le merece la determinación de 

responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas 

contemplada en el Código Tributario peruano? 

Ante aquella, se tuvo que, los entrevistados Ruelas (2022), Salas (2022), 

Arrunátegui (2022), Tardío (2022), Chumbes (2022), Gamarra (2022) y Marín 

(2022) manifestaron una similar posición al indicar que si bien era una medida 

adoptada con la finalidad de reforzar y garantizar el cumplimiento del adeudo 

tributario en relación al deber de contribuir, su regulación actual poseía vacíos 

legales en cuanto a su determinación, así como era un tema con escaso 

tratamiento; ocasionándose la necesidad de modificaciones normativas; además, 

precisaron que, a la fecha, la Administración Tributaria no tenía un criterio uniforme 

para aplicarla, a pesar que era su responsabilidad actuar en torno a la norma y a la 

vez, ser garante al respeto de derechos y principios.  

Por otro lado, las informantes Muñoz (2022) y Díaz (2022) señalaron que están de 

acuerdo con la regulación actual sobre la determinación de esta figura en el texto 

normativo tributario, debido a que, venía a ser una de las consecuencias que se 

podía generar en un procedimiento de fiscalización, donde se detectó alguna 

irregularidad durante la gestión del representante legal, quien sería el responsable 

solidario, también, agregaron que faltaría un mayor desarrollo jurisprudencial y 

doctrinario, toda vez que cada caso tiene sus propias particularidades, 

produciéndose la demanda de un amplio desarrollo jurisprudencial.  
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En seguida, en relación al objetivo general, se formuló como segunda pregunta 

lo siguiente: ¿considera que se respeta el principio del debido procedimiento en la 

determinación de responsabilidad solidaria en representantes legales de personas 

jurídicas dentro del ámbito tributario? 

Por tal, los entrevistados Ruelas (2022), Salas (2022), Arrunátegui (2022), Tardío 

(2022), Chumbes (2022), Gamarra (2022) y Marín (2022) consideraron que no se 

respetaba el mencionado principio, toda vez que existían vacíos en la legislación 

respecto a la temática y, aunado a ello, el hecho de que, en la actualidad, el Tribunal 

Fiscal todavía no ha establecido un precedente de observancia obligatoria al 

respecto; así mismo, ejemplos del insuficiente respeto consistían en la falta de un 

procedimiento en el cual el representante legal pudiera ejercer su defensa para 

sustentar por qué se le debía considerar o no como responsable solidario; 

ocasionando, incluso, que se imputara la responsabilidad a otro representante 

legal. 

Por su parte, las especialistas Muñoz (2022) y Díaz (2022) coincidieron indicando 

que sí se respetaba, como en todas las actuaciones de la entidad tributaria, a razón 

de que se emitía una resolución de determinación por la cual imputaban la 

responsabilidad como resultado de detectarse la existencia de una conducta que 

obligaba a asumir la deuda; y porque, tras emitirse el acto administrativo, podían 

ejercer su defensa en un procedimiento contencioso tributario; aplicándose dicho 

principio a todos los personajes que fueran parte del flujograma de la contribuyente 

y se encontraran dirigiéndola.  

A continuación, se tuvo como tercera pregunta, relacionada al objetivo general: 

¿la regulación actual del Código Tributario facilita a la Administración Tributaria la 

determinación de la responsabilidad solidaria en los representantes legales de 

personas jurídicas? 

De esa forma, los informantes Ruelas (2022), Salas (2022), Arrunátegui (2022), 

Chumbes (2022), Marín (2022) y Muñoz (2022) señalaron que, en mérito a lo 

dispuesto en la normatividad tributaria, se producía con facilidad la determinación 

de la responsabilidad solidaria por parte de la autoridad tributaria; siendo que, por 

ejemplo, se le otorgaba una presunción relativa respecto de actitudes con dolo, 
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negligencia grave o abuso de facultes; por lo que, la entidad tributaria no era la 

encargada de probar la responsabilidad, sino, al contrario, la persona a quien se le 

estaba atribuyendo la referida responsabilidad solidaria; sin embargo, coincidían 

que dicha facilidad permitía que la Administración pudiera ejercer su facultad de 

determinación de una manera muy discrecional y amplia, restándole poder a la 

atribución. 

Por el contrario, las especialistas Tardío (2022), Gamarra (2022) y Díaz (2022) 

manifestaron que no se facilitaba a la entidad tributaria para que pudiera determinar 

la referida responsabilidad; por lo que, el Tribunal Fiscal, a través de sus 

pronunciamientos, ha ido estableciendo criterios a considerarse en la atribución, así 

como la Administración Tributaria debía recurrir a otras normas, a fin de utilizarlas 

de manera supletoria y sustentar los motivos que la llevaban a imputar dicha 

responsabilidad así se encontraran ante una presunción relativa.  

Ahora bien, respecto del primer objetivo específico: determinar de qué forma los 

criterios de atribución de responsabilidad solidaria en representantes legales de 

personas jurídicas influyen en el derecho a la debida motivación en el Código 

Tributario peruano, se planteó la cuarta pregunta: ¿qué opinión le merece los 

criterios de atribución de responsabilidad solidaria en representantes legales de 

personas jurídicas según el Código Tributario peruano? 

Como resultado se observó que los entrevistados Ruelas (2022), Salas (2022), 

Tardío (2022), Chumbes (2022), Gamarra (2022), Marín (2022) y Díaz (2022) 

expresaron que si bien eran importantes los criterios dispuestos en la normatividad 

para imputar responsabilidad solidaria, se necesitaban verificar otras condiciones, 

tal como si el representante legal ostentó dicha calidad en el periodo en que surgió 

la obligación o si realmente se encontraba en funciones; además, los mencionados 

criterios no estaban definidos concretamente en las normas tributarias, solo se 

conocían que eran subjetivos, tal como en el caso de la negligencia grave; por lo 

que, no resultaban suficientes para determinar si efectivamente el representante 

legal había participado en la decisión de no pagar los tributos de la contribuyente 

como para ser considerado el responsable solidario. 
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En cambio, las informantes Arrunátegui (2022) y Muñoz (2022) coincidían al indicar 

que los mencionados criterios estaban más orientados a la forma en cómo el 

representante legal administró el negocio, en el extremo de la determinación y pago 

de la deuda; por ende, eran genéricos, entiéndase, amplios, ya que su diseño servía 

para que la Administración Tributaria pudiera encajarlos de acuerdo al caso y 

motivar la imputación; en ese sentido, la norma, los iba a describir de forma 

genérica, pero la fundamentación tenía que ser específica.  

Además, en relación al primer objetivo específico, se formuló como quinta 

pregunta lo siguiente: ¿cuándo se considera que existe dolo, negligencia grave y 

abuso de facultades a fin de dejar pagar tributos por parte de los representantes 

legales para imputar de responsabilidad solidaria? 

Al respecto, los especialistas Ruelas (2022), Salas (2022), Arrunátegui (2022), 

Tardío (2022), Gamarra (2022), Marín (2022) y Díaz (2022) explicaron que, a pesar 

que el Código Tributario no especificaba de qué trataba cada conducta, lo cual 

generaba una mayor problemática, pero, de acuerdo a sus conocimientos en la 

materia, existía dolo por parte del representante legal cuando tomaba una decisión 

libre y consciente que conllevaba a una acción u omisión para no pagar los tributos; 

luego, la negligencia grave era la omisión de actuar con diligencia mínima para 

pagar los tributos, lo cual podía ser por error; y por último, el abuso de facultades 

se configuraba cuando el representante legal tomaba acuerdos y decisiones que 

excedían el objeto social del estatuto o recursos de la sociedad y cuando utilizaba 

indebidamente el cargo que ostentaban, ya sea en beneficio propio o de terceros; 

por tal, se trataban de acciones u omisiones de parte los representantes legales, 

que conllevaban al incumplimiento de las obligaciones tributarias de las personas 

jurídicas a quienes representaban. 

Adicionalmente, las entrevistadas Chumbes (2022) y Muñoz (2022) comentaron 

que, si se efectúa un correcto planeamiento tributario, no se debía dejar de pagar 

tributos por ningún tipo de conducta, ya que efectuar el pago de los impuestos era 

parte del deber como integrantes de la sociedad; y agregaron que la inclusión de la 

teoría de la culpa como elemento de imputación de la responsabilidad solidaria en 

materia tributaria no se aplicaba como en otras ramas del Derecho, por ejemplo, la 
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rama civil, donde era necesario sustentar los hechos y tomar en cuenta si actuó con 

conciencia y/o voluntad; es por ello que, el TUO del Código Tributario había descrito 

supuestos específicos.  

Del mismo modo, con relación al primer objetivo específico se planteó como 

sexta pregunta: ¿de qué forma los criterios de atribución de responsabilidad 

solidaria en representantes legales de personas jurídicas dispuestos en el Código 

Tributario peruano influyen en el derecho a la debida motivación? 

Por lo que, los informantes Ruelas (2022), Salas (2022), Tardío (2022), Chumbes 

(2022), Gamarra (2022) y Marín (2022) manifestaron que los presentes criterios 

influían de manera negativa en el derecho a la debida motivación que poseían los 

representantes legales de personas jurídicas, debido a que, si bien se debía 

identificar una determinada conducta que conllevara a que se dejaran de pagar los 

tributos, tal como lo pedía la norma, los criterios no eran suficientes; en 

consecuencia, la Administración Tributaria, al emitir la resolución que atribuía la 

responsabilidad solidaria, no motivaba las razones necesarias del por qué se 

imputaba la calidad en orientación a lo que se exigía por el mencionado derecho; 

recomendando que sea efectuaran modificaciones. 

Por el contrario, las especialistas Arrunátegui (2022), Muñoz (2022) y Díaz (2022) 

expresaron que los criterios comentados, en principio, simplificaban la labor 

probatoria de la Administración Tributaria para atribuir la responsabilidad bajo 

determinada conducta; por ende, influían positivamente en cuanto se acreditara que 

sí se produjo dicha causal; asimismo, al ser tan genéricos, justamente calzaban 

para que la autoridad tributaria determinara cuál había sido la situación en la incurrió 

el representante legal; en cambio, si fueran muy específicos, restringirían bastante 

la posibilidad de que la Administración Tributaria ejerciera sus facultades; de esa 

forma, estos parámetros eran los que correspondían y competían a un Código como 

tal.  

Del mismo modo, se formuló como séptima pregunta, relacionada al primer 

objetivo específico, lo siguiente: ¿considera usted que debería regularse una 

descripción detallada y diferenciadora sobre qué supuestos califican como dolo, 

negligencia grave o abuso de facultades? 
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En ese sentido, los entrevistados Ruelas (2022), Salas (2022), Tardío (2022), 

Gamarra (2022), Marín (2022) y Díaz (2022) afirmaron que debían ser reguladas 

de dicha forma, puesto que en la normatividad no se definía cuál de los supuestos 

constituía dolo, negligencia grave o abuso de facultades, pero sin ser restrictivas, 

ya que existían ocasiones en que se presentaban supuestos distintos a los 

normados, en cuyo caso la Administración Tributaria debía continuar con probar si 

se cumplían estos criterios, y de esa manera, también permitía que se motivaran 

mejor las resoluciones. 

Aunque, las informantes Arrunátegui (2022), Chumbes (2022) y Muñoz (2022) 

coincidieron al indicar que, en primera, no debía ser de dicha manera, ya que una 

lista taxativa afectaba la facultad de fiscalización de la autoridad tributaria, aquella 

que tenía como función el controlar que se cumplieran las obligaciones tributarias; 

y porque las situaciones en materia tributaria tendían a ser más genéricas; por tal, 

debían ser materia de interpretación por las normas que el TUO del Código 

Tributario permitía utilizar.  

Por otra parte, respecto del segundo objetivo específico: explicar cómo el 

derecho de defensa y el derecho a ofrecer y producir pruebas son tratados a través 

del procedimiento de atribución de responsabilidad solidaria en representantes 

legales de personas jurídicas en el Código Tributario peruano, se planteó la octava 

pregunta: ¿qué opinión le merece el procedimiento de atribución de 

responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas según el 

Código Tributario peruano? 

Por lo cual, los especialistas Ruelas (2022), Salas (2022), Arrunátegui (2022), 

Tardío (2022), Chumbes (2022), Gamarra (2022) y Marín (2022) concordaron al 

indicar que no se había regulado un procedimiento específico en sí, sino que solo 

existía la obligación que para tener por válida la atribución era necesario que se 

emitiera y se notificara la resolución de determinación correspondiente; sin 

embargo, no se contaba con mayor alcance de lo que realizaba la Administración 

Tributaria previo a dicho acto, generándose que las actuaciones fueran bajo su 

discrecionalidad; es decir, cumplían con indicar la causal de atribución para imputar 

la deuda y así, cobrarle al representante legal. 
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En cambio, las informantes Muñoz (2022) y Díaz (2022) expresaron que de acuerdo 

a lo dispuesto en la normatividad tributaria, se cumplía con todas las garantías que 

tenía el debido procedimiento, porque el representante legal era notificado con la 

resolución de atribución de responsabilidad solidaria y la Administración Tributaria 

era la encargada de demostrar y fundamentar que efectivamente dicha persona ha 

incidido en algo; también, el representante legal tenía la posibilidad de recurrir al 

procedimiento contencioso administrativo, por el cual podía reclamar, apelar e 

incluso pedir una aclaración al Tribunal fiscal y, posteriormente, dirigirse a un 

proceso contencioso.  

A continuación, en relación al segundo objetivo específico, se formuló como 

novena pregunta lo siguiente: ¿cómo son tratados el derecho de defensa y el 

derecho a ofrecer y producir pruebas en el procedimiento de atribución de 

responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas conforme 

el Código Tributario peruano? 

En cuanto a ello, los informantes Ruelas (2022), Salas (2022), Arrunátegui (2022), 

Tardío (2022), Chumbes (2022), Gamarra (2022) y Marín (2022) manifestaron que, 

respecto al primer derecho, al no existir un procedimiento de determinación, la 

Administración Tributaria no estaba obligada en poner a conocimiento del 

representante legal la potencial atribución; ocasionando que el mismo no pudiera 

exponer sus argumentos que desvirtuaran esa posibilidad; y sobre el segundo 

derecho, al no existir un listado de documentos y reglas de forma específicas para 

probar que no incurrió en determinada conducta, su derecho resultaba afectado. 

No obstante, las entrevistadas Muñoz (2022) y Díaz (2022) sostuvieron que estos 

derechos se ejercían a partir de la notificación del acto administrativo; por tal, el 

representante legal ejercía su defensa y presentaba los recursos correspondientes; 

e incluso, cuando a la empresa se le sometía a un procedimiento de fiscalización, 

si estaba en funciones, en dicho momento, tenía la oportunidad de defenderse con 

pruebas que sustentaran toda su actividad, así como posteriormente a manera de 

consecuencia de un procedimiento anterior.  
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Por último, se formuló como décima pregunta, relacionada al segundo objetivo 

específico, lo siguiente: ¿qué sugiere implementar en el Código Tributario en 

relación al debido procedimiento para establecer responsabilidad solidaria a los 

representantes legales de personas jurídicas? 

De esa manera, los entrevistados Ruelas (2022), Salas (2022), Arrunátegui (2022), 

Tardío (2022), Chumbes (2022), Gamarra (2022), Marín (2022) y Muñoz (2022) 

opinaron que se replanteara los personajes a quienes se dirigía la desarrollada 

responsabilidad; se regulara un procedimiento independiente para determinar 

responsabilidad solidaria en el caso de los representantes legales; luego, en el 

extremo del artículo 16° del mencionado Código, que se trataba de la posibilidad 

de presentar prueba en contrario, se especificara la obligación de notificar la causal 

a imputar para que se pudiera ejercer dicho extremo; se desarrollaran los criterios  

a través de una mejor técnica legislativa; y se regulara la posibilidad de llevarse un 

procedimiento de determinación de forma paralela a una fiscalización. 

Por su parte, la especialista Díaz (2022) comentó que su recomendación se dirigía 

a nivel reglamentario, a fin de que se elaborara una resolución de superintendencia 

que desarrollara los supuestos e inclusive un debido procedimiento para que 

pudiera contar con un marco de legalidad mucho más explícito.  

Por otro lado, se utilizó la guía de análisis fuente documental; en ese sentido, se 

procedió a plasmar la información obtenida a través de la misma. 

Por lo que, en relación al objetivo general: analizar de qué manera la 

determinación de la responsabilidad solidaria en representantes legales de 

personas jurídicas respeta el principio del debido procedimiento en el Código 

Tributario peruano, se analizó dos libros y una jurisprudencia. 

En primera, del libro “Código Tributario comentado. Parte 1” por Huamaní (2013) 

se analizó que, en la normatividad tributaria peruana, se ha dispuesto que, posterior 

a la determinación de la responsabilidad solidaria, se debía emitir una resolución 

regulada por el artículo 76° del Código Tributario, teniéndose que por la misma se 

generaba la necesidad de contar con un procedimiento previo, el cual no ha sido 

regulado, a fin de justificarse la labor de la Administración en cuanto a la 
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determinación de dicha responsabilidad y el respeto a los derechos de los 

obligados; tal como un procedimiento de verificación o uno de fiscalización; cabe 

agregar el procedimiento seleccionado debía respetar al principio del debido 

procedimiento y su contenido. 

De la misma forma, en cuanto al primer capítulo titulado como “Principios del 

Derecho Procesal Administrativo y su aplicación en el procedimiento contencioso 

tributario” de Ríos (2016) en el libro “Aspectos generales de los procedimientos 

administrativos tributarios”, se tuvo que el principio del debido procedimiento se 

encontraba reconocido por la normatividad que regulaba los procedimientos 

administrativos en el Perú, estableciendo que a todos los administrados se les 

otorgaban los derechos y garantías que encerraba dicho principio. Asimismo, su 

origen se hallaba en el inciso 3 del artículo 139° de la Norma Fundamental del país, 

conforme a lo que ha expresado su máximo intérprete en su jurisprudencia; por lo 

que, no solo debía respetarse en el ámbito judicial, sino también en el 

administrativo, cumpliéndose con todas las exigencias que contenía, y así, no se 

impidiera el ejercicio de los derechos de las personas ante actos que podrían 

afectarlos. 

Asimismo, del análisis a la “RTF N° 06189-4-2014” por el Tribunal Fiscal (TF) 

(2014), se pudo advertir que los miembros consideraban que el hecho de que un 

tercero tenga la calidad de representante legal de la contribuyente y tuviera las 

atribuciones legales de gestión no son cruciales para acreditarse que aquel hubiera 

actuado de determinada forma que le generara responsabilidad; por tal, se requería 

a la entidad tributaria que estableciera si la falta de cumplimiento de las 

obligaciones, ya sean, sustanciales o formales pertenecientes a la persona jurídica 

fue causada porque el representante actuó de forma dolosa, con negligencia grave 

o abusando de facultades, debiéndose determinar dicha situación en mérito a las 

pruebas. 

Seguidamente, respecto del primer objetivo específico: determinar de qué forma 

los criterios de atribución de responsabilidad solidaria en representantes legales de 

personas jurídicas influyen en el derecho a la debida motivación en el Código 

Tributario peruano, se analizó dos libros y una jurisprudencia. 
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Por tal, del libro “La responsabilidad tributaria en las transmisiones inter vivos de 

empresas” de la autora Selma (2016), se identificó que la motivación de la 

resolución que atribuía la responsabilidad podía ser calificada como motivada 

cuando se reflejaban los criterios suficientes que permitían al representante legal 

conocer la atribución e impugnarla, en caso optara por ello; por tal, la ausencia de 

información diferente a la imputación, tal como el medio por donde cancelaría la 

deuda, no vulneraba el derecho a la debida motivación; sin embargo, la ausencia 

las pruebas que sustentaban que la Administración pudo determinar la 

responsabilidad, la justificación e incluso, el extremo de qué deudas se le 

imputaban al representante, generaban indefensión en aquel y por ende, que la 

determinación fuera improcedente. 

Igualmente, se analizó el libro “Fiscalización tributaria. Enfoque Legal. Tomo I”, por 

Nima (2013), sobre el cual se halló que los responsables solidarios eran 

considerados como sujetos deudores; sin embargo, a fin que se le pudiera exigir el 

pago, se requería a la Administración Tributaria que identificara que dicho 

personaje configuró lo enmarcado por la normatividad tributaria, debiéndose reflejar 

ello a través de un acto administrativo caracterizado por cumplir con la debida 

motivación; dicha exigencia mínima radicaba en que es un tercero quien estaría 

respondiendo por la deuda de la contribuyente; de esa forma, se necesitaba 

conocer la razones de la imputación. 

Además, acerca de la “RTF N° 02402-11-2021” emitida por el TF (2021), se obtuvo 

que a fin de imputar la responsabilidad de tipo solidaria en los sujetos comentado 

no solo se debía advertir el nombramiento, sino que existían otras condiciones, las 

cuales tenían que ver con identificar si en el periodo en el cual se ubicaba la deuda 

a responsabilizar, dicho representante legal tuvo tal calidad; después, si se 

encontraba encargado o, en su caso, participaba en el cálculo y pago de los tributos 

por los periodos que se le atribuían, ya que se trataban de deudas que se debían 

pagar o se dejaron de pagar; y acreditar que incumplimiento ocurrió por su actuar 

con dolo, negligencia grave o abuso de facultades. 

Por último, en referencia al segundo objetivo específico: explicar cómo el derecho 

de defensa y el derecho a ofrecer y producir pruebas son tratados a través del 



36 

 

procedimiento de atribución de responsabilidad solidaria en representantes legales 

de personas jurídicas en el Código Tributario peruano, se analizó un informe, un 

libro y una jurisprudencia. 

En ese sentido, en el “Informe N° 339-2003-SUNAT/2B0000” de la SUNAT (2003), 

se advirtió que tal como en el caso de la determinación de una obligación tributaria 

por parte de la autoridad tributaria, ya sea por iniciativa propia o por la comunicación 

de terceros, se requería de un proceso de fiscalización o, en su caso, de 

verificación, de la misma manera, a fin que la Administración atribuyera 

responsabilidad solidaria sería necesario que se llevara a cabo un procedimiento, 

de uno de dichos tipos, según se requiriera; además, en cuanto a la posibilidad de 

presentar prueba en contrario conforme al mencionado Código, el representante 

legal podía acreditar que él mismo no actuó con dolo, sino con diligencia o 

respetando sus facultades. 

Al mismo tiempo, en cuanto al libro “Procedimiento tributario en sede administrativa” 

por Restrepo (2017), se obtuvo que con la finalidad de desarrollarse un debido 

procedimiento, se debía permitir que el administrado participara antes de que se 

emitiera la decisión que le interesaba; por tanto, se impulsaban los derechos 

referentes a la defensa y a la facultad de presentar pruebas y practicarlas, los 

cuales generaban que el administrado pudiera ejercer su derecho de contradicción, 

respetándosele todos los demás derechos otorgados, para que no se produjera una 

indefensión frente la Administración, aquella que debía garantizar la igualdad e 

independencia. 

Por su parte, con relación a “RTF N° 05882-8-2016”, donde se halla el 

pronunciamiento del TF (2016), se analizó que, en cuanto al alegato referido a que 

la entidad tributaria no inició un procedimiento independiente, en donde el apelante 

pudiera haber ejercido su derecho a la defensa, lo miembros del referido colegiado 

expresaron que, conforme al texto tributario, para que surta efectos la 

responsabilidad solidaria, la autoridad debía notificar al representante la resolución 

de determinación correspondiente, indicando la causal de atribución y el monto de 

la deuda a responder; por tanto, desde su criterio, la Administración actuó conforme 

a ley, emitiendo la resolución que correspondía y detallando los motivos de 
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imputación. 

A continuación, realizó la discusión del presente estudio, aquella que fue 

desarrollada en base a los datos obtenidos en el transcurso de la investigación. 

De esa forma, se inició con el objetivo general: analizar de qué manera la 

determinación de la responsabilidad solidaria en representantes legales de 

personas jurídicas respeta el principio del debido procedimiento en el Código 

Tributario peruano. 

Al respecto, se tuvo que la mayoría de los informantes, es decir, los especialistas 

Ruelas (2022), Salas (2022), Arrunátegui (2022), Tardío (2022), Chumbes (2022), 

Gamarra (2022) y Marín (2022), manifestaron que la regulación de la determinación 

de responsabilidad solidaria a la fecha poseía vacíos legales que ocasionaban que 

la Administración Tributaria no tuviera un criterio uniforme para aplicarla, a pesar 

que era su responsabilidad actuar en torno a la norma y a la vez, ser garante al 

respeto de derechos y principios; de esa forma, consideraron que no se respetaba 

de forma íntegra el principio del debido procedimiento al momento de realizarle la 

determinación; asimismo, mencionaron que el insuficiente respeto del citado 

principio se reflejaba en el extremo de la falta de un procedimiento en el cual el 

representante legal pudiera ejercer su defensa para sustentar por qué se le debía 

considerar o no como responsable solidario; además, sostuvieron que, incluso, el 

TF todavía no había establecido algún precedente de observancia obligatoria sobre 

sus reiterados pronunciamientos. 

En adición, los entrevistados Ruelas (2022), Salas (2022), Arrunátegui (2022), 

Chumbes (2022), Marín (2022) y Muñoz (2022) agregaron que la situación 

detectada en la normatividad tributaria producía que la determinación de la 

responsabilidad solidaria por parte de la autoridad tributaria se efectuara con mayor 

facilidad, por ejemplo, en el caso de la presunción a favor de la entidad respecto de 

actitudes con dolo, negligencia grave o abuso de facultes, ya que por lo misma, la 

Administración ya no era la encargada de probar, sino, la persona a quien se le 

estaba atribuyendo la referida responsabilidad solidaria debía desacreditar 

determinada conducta; sin embargo, no se detallaba en qué momento podía 

realizar dicha acción previa a la declaración, y ello se complicaba por la falta de 
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regulación de un procedimiento en específico; por tal, si bien la Administración 

podía ejercer su facultad de determinación, se le restaba de poder a la atribución. 

Igualmente, en el instrumento aplicado para el análisis documental, se destacó al 

libro “Código Tributario comentado. Parte 1”, sobre el cual, de acuerdo a Huamaní 

(2013), a fin de emitirse la resolución correspondiente, la determinación de la 

mencionada responsabilidad conllevaba a que la Administración Tributaria debía 

efectuar actuaciones previas, las mismas que resultaban necesarias en aras de 

respetar los derechos de los obligados tributarios, así como a fin de motivar su acto 

administrativo, identificando los criterios necesarios para la atribución; sin embargo, 

en la normatividad tributaria todavía no se encontraba desarrollado en su totalidad, 

a pesar que era una exigencia que todas las actuaciones de Administración, 

incluso, antes de emitir actos, respetaran el principio del debido procedimiento, así 

como los derechos que encerraba. 

Adicionalmente, se tuvo al apartado titulado como “Principios del Derecho Procesal 

Administrativo y su aplicación en el procedimiento contencioso tributario” del libro 

ya mencionado en los resultados, en el cual, conforme a Ríos (2016), se percibió 

que el principio del debido procedimiento era una garantía para los obligados 

tributarios y a la vez, una exigencia para la Administración Tributaria al momento 

de desplegar sus actuaciones, por ejemplo, emitir actos debidamente motivados, a 

fin de posibilitar que los administrados ejerzan sus derechos, tales como de defensa 

y a la prueba, dado que los actos emitidos por la Administración podían generar 

efectos positivos o negativos en el obligado tributario; por tal, se necesitaba su 

cumplimiento de forma íntegra. 

Por lo que también se puede resaltar el pronunciamiento del TF (2014) en la “RTF 

N° 06189-4-2014”, en donde aclaró que para determinar la reiterada 

responsabilidad en el representante legal de una empresa contribuyente, no 

bastaba con identificar que aquel tuviera tal calidad, sino que se requería de una 

mayor labor por parte de la entidad tributaria que acreditara que la decisión de no 

pagarse los adeudos tributarios se debió a una determinada conducta por parte de 

dicho tercero, lo cual se corroboraría o no en mérito a las pruebas de ambas partes. 
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Además, en referencia a los antecedentes de la investigación, se destacó a la tesis 

nacional titulada “La responsabilidad de los representantes legales de las personas 

jurídicas en el ámbito tributario”, en la cual, el autor Romero (2015) indicó que 

existía la necesidad de un procedimiento particular a fin de sustentar el respeto al 

debido proceso, ya que permitiría a los representantes legales poder ejercitar de 

forma plena su derecho a defenderse y actuar pruebas en contrario, y a la vez, 

aseguraría que la Administración pudiera emitir resoluciones respaldadas por un 

debido procedimiento. 

De la misma manera, se recalcó la tesis nacional denominada “Responsabilidad 

solidaria y el derecho a la seguridad jurídica de los representantes legales en las 

Sociedades Anónimas, Lima 2020”, en aquella, las autoras Corzo y Meza (2020) 

precisaron que la normatividad tributaria del país en referencia a la reiterada 

responsabilidad contaba con vacíos legales e inconsistencias, atentando contra el 

resguardo jurídico de mencionados agentes, así como originaba diversas 

interpretaciones, produciéndose controversias entre el fisco y los particulares; de 

igual manera, concluyeron que los procedimientos para imputar la citada 

responsabilidad ocasionaban, en su espacio, la lesión injustificada de derechos. 

En ese sentido, de los resultados obtenidos, se confirmó el supuesto general 

vinculado al objetivo general de la investigación, toda vez que se reconoció que la 

determinación de responsabilidad solidaria en representantes legales de personas 

jurídicas según el marco vigente del Código Tributario contenía una regulación que 

presentaba vacíos legales; además, se evidenció una falta de uniformidad de 

criterios para las actuaciones de parte de la autoridad tributaria; percibiéndose un 

respeto mínimo del importante principio del debido procedimiento y su contenido 

cuando se trata del caso de los representantes legales. 

Siguiendo la línea anterior, se continuó con el primer objetivo específico: 

determinar de qué forma los criterios de atribución de responsabilidad solidaria en 

representantes legales de personas jurídicas influyen en el derecho a la debida 

motivación en el Código Tributario peruano. 
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En cuanto a ello, de las entrevistas, se obtuvo que, la mayoría de los especialistas, 

entiéndase, los abogados Ruelas (2022), Salas (2022), Tardío (2022), Chumbes 

(2022), Gamarra (2022), Marín (2022) y Díaz (2022), expresaron que si bien los 

actuales criterios dispuestos en la normatividad para imputar responsabilidad 

solidaria eran relevantes, se necesitaban verificar otras condiciones, por ejemplo, 

si el representante legal ostentó dicha calidad en el periodo en que surgió la 

obligación o si realmente se encontraba en funciones; además, los mencionados 

criterios no estaban definidos concretamente en las normas tributarias, lo cual 

generaba una mayor problemática, tal como en el caso de la negligencia grave; por 

lo que, no resultaban suficientes para determinar si efectivamente el representante 

legal había participado en la decisión de no pagar los tributos de la contribuyente 

como para ser considerado el responsable solidario. 

Por tal, los informantes Ruelas (2022), Salas (2022), Tardío (2022), Chumbes 

(2022), Gamarra (2022) y Marín (2022) agregaron que los presentes criterios 

influían de manera negativa en el derecho a la debida motivación que poseían los 

representantes legales de personas jurídicas, debido a que, si bien se debía 

identificar una determinada conducta que conllevara a que se dejaran de pagar los 

tributos, como lo pedía la norma, los criterios no eran suficientes; en consecuencia, 

la Administración Tributaria, al emitir la resolución que atribuía la responsabilidad 

solidaria, no motivaba las razones necesarias del por qué se imputaba la calidad 

en orientación a lo que se exigía por el mencionado derecho; y afirmaron que se 

debían mejorar la regulación en el extremo del listado de los supuestos en el artículo 

16° del reiterado Código, ya que permitiría que se motivaran mejor las resoluciones. 

Al mismo tiempo, en el instrumento aplicado para el análisis documental, se pudo 

destacar al libro “La responsabilidad tributaria en las transmisiones inter vivos de 

empresas”, en aquella, según Selma (2016), se especificó que era importante que 

la Administración Tributaria aplicara criterios razonables y necesarios para 

determinar la responsabilidad de tipo solidaria, los cuales, una vez ubicados en el 

acto administrativo que se emitiera, permitirían motivar en relación a por qué 

determinado representante legal debía responder por las deudas de la empresa 

contribuyente, y de esa forma, no vulneraría su derecho a la debida motivación, ya 

que, de lo contrario, se tendría una imputación injustificada, que posteriormente, se 
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declararía inválida.  

Asu vez, en el libro “Fiscalización tributaria. Enfoque Legal. Tomo I”, Nima (2013) 

dio cuenta que se existía la posibilidad de que un representante legal de persona 

jurídica deudora asumiera la responsabilidad de pago de esta última; no obstante, 

se exigía a la Administración Tributaria que, a través de la resolución de 

determinación sobre la presente responsabilidad, motivara con las razones 

mínimas respecto del por qué dicho representante debía asumir la obligación ajena 

en parte con su representada o, incluso, en su totalidad, partiéndose, como base, 

lo que la norma tributaria especificaba. 

Por tal, también, se contó con el pronunciamiento del TF (2021) en la “RTF N° 

02402-11-2021”, en donde los miembros del colegiado administrativo expresaron 

que no era suficiente que la autoridad tributaria identificara que determinada 

persona ha sido representante legal de la empresa deudora, sino que existían otros 

criterios razonables, los cuales se hallaban en reiterada jurisprudencia por el 

mencionado Tribunal, teniéndose que demostrar que dicho representante legal 

poseía tal calidad en el periodo de donde surgió la deuda; además, que identificar 

que aquel se encontraba encargado de calcular y efectuar el pago de los tributos 

generados en el periodo en que ejerció el cargo; y que el incumplimiento de pago 

de los adeudos fue por una de las conductas especificadas en la normatividad 

tributaria y efectuadas por parte del representante; de esa forma, con dichos 

criterios se podía motivar adecuadamente el acto administrativo. 

Así mismo, en cuanto a los antecedentes, la autora Sánchez (2016) en la tesis 

nacional nombrada “Responsabilidad solidaria de los representantes legales en 

materia tributaria”, manifestó que el Estado ha regulado figuras como la 

responsabilidad solidaria en los sujetos con calidad de los representantes legales 

adicionales a fin de garantizar que se cumplan las obligaciones de tipo tributario; 

no obstante, evidenció una insuficiente regulación de criterios específicos para su 

atribución, ya que no bastaba que dichos personajes ostentaran dicha calidad, sino 

que, también, resultaba relevante que se cumplieran con supuestos precisos y 

claros, aquellos que todavía no han sido expresados en la norma, así como 

manifestó que la limitada regulación de la temática en materia tributaria podría 
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generar riesgo a los principios que regulan el sistema de tributación vigente. 

Siguiendo lo expresado, se recalcó a la tesis internacional “El debido proceso, una 

aproximación al ámbito tributario”, en la cual Castrillón y García (2018) sostuvieron 

que el objeto del debido proceso y su contenido era asegurar el correcto 

funcionamiento de la Administración, así como garantizar la validez de sus propias 

actuaciones, entre otro; es decir, se exigía una debida motivación tanto fáctica 

como  jurídica; por lo que, su vulneración ocurría cuando la decisión de la 

Administración era tomada de forma arbitraria, basándose en su única voluntad. 

Por lo tanto, conforme a los resultados recabados, se confirmó el primer supuesto 

específico relacionado al primer objetivo específico del estudio, debido a que 

identificó que los criterios de atribución de la mencionada responsabilidad en 

representantes legales de los sujetos jurídicos influían negativamente respecto al 

derecho a la debida motivación bajo lo que ha regulado el Código Tributario 

peruano, toda vez que, una vez reflejados en el acto administrativo, las causales 

indicadas no resultaban suficientes ni respetan los lineamientos mínimos de esta 

garantía para que se confirmara que se motivó la atribución de responsabilidad 

solidaria. 

Por último, se finalizó con el segundo objetivo específico: explicar cómo el 

derecho de defensa y el derecho a ofrecer y producir pruebas son tratados a través 

del procedimiento de atribución de responsabilidad solidaria en representantes 

legales de personas jurídicas en el Código Tributario peruano. 

Respecto al mencionado objetivo, se tuvo que la mayor parte de los abogados; es 

decir, Ruelas (2022), Salas (2022), Arrunátegui (2022), Tardío (2022), Chumbes 

(2022), Gamarra (2022) y Marín (2022), indicaron que, en el TUO del Código 

Tributario, no se había regulado un procedimiento específico para determinar la 

responsabilidad solidaria, sino que solo existía la obligación que para tener por 

válida la atribución era necesario que se emitiera y se notificara la resolución de 

determinación correspondiente; sin embargo, no se contaba con mayor alcance de 

lo que realizaba o no la Administración Tributaria previo a dicho acto, generándose 

que las actuaciones fueran bajo su discrecionalidad; en consecuencia, 

manifestaron que, en cuanto al derecho de defensa y al de ofrecer y producir 
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pruebas, al no existir un procedimiento, un listado de documentos y reglas, la 

Administración Tributaria no estaba obligada en poner a conocimiento del 

representante legal la potencial atribución; ocasionando que aquel no pudiera 

exponer sus argumentos que desvirtuaran esa posibilidad ni probar que no incurrió 

en determinada conducta; por tal, sus derechos resultaban afectados. 

Adicionalmente, los especialistas Ruelas (2022), Salas (2022), Arrunátegui (2022), 

Tardío (2022), Chumbes (2022), Gamarra (2022), Marín (2022) y Muñoz (2022) 

agregaron que se necesitaban modificaciones, tales como que se replantearan los 

personajes a quienes se dirigía la desarrollada responsabilidad; se regulara un 

procedimiento independiente para determinar responsabilidad solidaria en el caso 

de los representantes legales; luego, en el apartado de la norma del mencionado 

Código que se trataba de la posibilidad de presentar prueba en contrario, se 

especificara la obligación de notificar la causal a imputar para que el representante 

pudiera ejercer dicho extremo; también, que se desarrollaran los criterios a través 

de una mejor técnica legislativa; y se regulara la posibilidad de llevarse un 

procedimiento de determinación de forma paralela a una fiscalización. 

Seguidamente, del instrumento aplicado para el análisis documental, se destacó al 

“Informe N° 339-2003-SUNAT/2B0000”, en aquel, conforme al criterio de la SUNAT 

(2003), se advirtió que resultaba necesario que para la determinación de la 

responsabilidad solidaria se llevara a cabo un procedimiento, el cual se podría 

orientar en uno de fiscalización o verificación, puesto que, para que sea válido la 

calidad de solidario, se necesitaba de un acto administrativo, aquel que, a pesar de 

que la norma no lo señalaba, se debía sustentar en actuaciones previas, en las 

cuales, el presunto obligado tributario pudiera ejercer defensa y presentar las 

pruebas que considerara precisas para acreditar que actuó ya sea de forma 

diligente o dentro de lo establecido en sus poderes. 

En relación a lo anterior, en el libro “Procedimiento tributario en sede 

administrativa”, de acuerdo con Restrepo (2017), se percibió que el derecho a 

defenderse y el derecho a aportar pruebas formaban parte de un debido proceso 

dentro del ámbito tributario; siendo que, por ambos derechos, el obligado tributario 

se encontraba apto de ejercer la contradicción antes que se emitiera la decisión que 
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le concernía, es decir, podía ser escuchado, se le admitirían pruebas y podía 

practicarlas; en adición, la garantía que se le respetaran los demás derechos que 

poseía, a fin que en ningún momento se encontrara indefenso frente a las 

decisiones de la Administración Tributaria, lo cual debía ser aplicado en la 

determinación de la responsabilidad de tipo solidaria, toda vez que se emitía una 

decisión y el representante legal también poseía dichos derechos. 

Para finalizar, referente a los antecedentes hallados para la presente investigación, 

se contó con la tesis nacional titulada “El procedimiento de fiscalización es el único 

procedimiento regular previo para la válida emisión de la resolución de 

determinación”, en aquella Vera (2017) especificó que la acción de emitir un valor 

sin previamente haber efectuado un procedimiento representaba una amenaza o, 

incluso, una transgresión a varios derechos del obligado tributario que le permitían 

exponer, manifestar, ofrecer y presentar sus argumentos, material probatorio y 

razones, y dicha vulneración era debido a que se privaba al obligado de un 

procedimiento consistente en una profunda indagación y la creación de un nexo 

entre las partes, generándose una innecesaria carga para el acreedor tributario y el 

Tribunal Fiscal. 

Asimismo, en la tesis internacional nombrada “Vinculación del deudor solidario en 

el procedimiento de fiscalización, determinación, discusión y cobro de obligaciones 

tributarias - línea jurisprudencial”, la autora García (2020) expresó que cuando la 

normatividad disponía que la obligación tributaria tenía que ser cancelada por los 

deudores solidarios, el procedimiento era dirigido a la última etapa; es decir, al 

cobro; consecuentemente, los derechos de dichos personajes, tales como defensa 

y contradicción eran vulnerados, toda vez que, en la etapa de cobro, tenían la única 

oportunidad de defenderse, sin que pudiera discutir sobre los actos de parte de la 

entidad tributaria en los procedimientos precedentes. 

Por todo lo indicado, se confirmó el segundo supuesto específico vinculado al 

segundo objetivo específico, puesto que se dio cuenta que el derecho de defensa 

y el derecho a ofrecer y producir pruebas eran tratados indebidamente durante el 

procedimiento para atribuir la responsabilidad solidaria en los agentes mencionados 

de personas jurídicas conforme a lo que se dispone en el Código Tributario peruano, 
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porque, al no señalarse uno en especial, la autoridad tributaria podía variar el 

procedimiento o incluso no realizarlo, perjudicando al representante legal en el 

extremo del ejercicio de su defensa y la posibilidad de actuar medios probatorios 

antes que se le determine la calidad de responsable solidario. 
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V. CONCLUSIONES 

1. En conclusión, se confirma el supuesto vinculado al objetivo general, toda 

vez que la determinación de responsabilidad solidaria en los personajes que 

se desempeñan o desempeñaron como representantes legales de personas 

jurídicas en el marco vigente del Código Tributario contiene una regulación 

que, a la fecha, presenta vacíos legales; además, no se evidencia 

uniformidad de criterios para las actuaciones de parte de la Administración 

Tributaria; en consecuencia, se aprecia un respeto mínimo del sustancial 

principio del debido procedimiento y su contenido en el caso de los 

representantes legales. 

 

2. En suma, se confirma el supuesto relacionado al primer objetivo específico, 

puesto que se advierte que los criterios de atribución de responsabilidad 

solidaria en representantes legales de sujetos jurídicos influyen de forma 

negativa respecto al derecho a la debida motivación bajo a lo que dicta el 

Código Tributario peruano, debido a que, tras ser reflejados en el acto 

administrativo correspondiente, las causales señaladas no resultan 

suficientes ni respetan los lineamientos mínimos de esta garantía para 

motivar adecuadamente la imputación de responsabilidad solidaria en los 

agentes estudiados. 

 

3. En definitiva, se confirma el supuesto vinculado al segundo objetivo 

específico, porque se comprobó que el derecho de defensa y el derecho a 

ofrecer y producir pruebas son tratados indebidamente en el procedimiento 

de atribución de responsabilidad solidaria para los representantes legales de 

empresas contribuyentes conforme a lo regulado por el Código Tributario 

peruano, ya que, al no disponerse uno en específico, la Administración 

Tributaria puede variar el procedimiento o incluso no realizarlo, perjudicando, 

de esa manera, al representante legal en cuanto al ejercicio de su defensa y 

la posibilidad de actuar medios probatorios antes que la propia entidad 

tributaria le determine la calidad de responsable. 
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VI. RECOMENDACIONES 

1. Se recomienda a los legisladores del país que, a través de una mejor técnica 

legislativa, desarrollen definiciones propias y adecuadas en el ámbito 

tributario sobre el dolo, negligencia grave y abuso de facultades que puede 

configurar el representante legal, puesto que no se ubica en alguna parte de 

la norma tributaria; además, en el extremo de “salvo prueba en contrario” del 

artículo 16° del TUO del Código Tributario, se detalle la obligación de la 

entidad a informar la causal a imputar al representante legal antes que le 

determine la responsabilidad; y por último, se desarrolle un procedimiento 

de atribución independiente, en el cual se impulse el respeto al principio del 

debido procedimiento o, en su caso, disponer su reglamentación. 

 

2. Se recomienda a la Administración Tributaria unificar sus informes y demás 

pronunciamientos en referencia a la determinación de la reiterada 

responsabilidad, pudiendo elaborar una resolución de superintendencia en 

la cual desarrolle de mejor manera los criterios que dicta la norma e incluso, 

desarrolle un procedimiento específico y adecuado para atribuir la 

responsabilidad solidaria, ofreciendo un marco de legal coherente y explícito 

en aras de brindar los alcances necesarios al presunto obligado tributario y 

evitar la invalidación de sus decisiones. 

 

3. Se recomienda al Tribunal Fiscal, que, en mérito al artículo 154° del TUO del 

Código Tributario, emita una resolución de observancia obligatoria, en la cual 

desarrolle los reiterados criterios y posiciones en referencia a la mencionada 

determinación, es especial, las condiciones necesarias a identificarse para 

atribuir la responsabilidad solidaria; siendo que con ello, se requerirá su 

cumplimiento a los órganos de la entidad tributaria, así como se contribuirá 

en el respeto de los derechos de los administrados y en la seguridad jurídica. 
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ANEXOS 

Anexo 1. Tabla de categorización apriorística 

TÍTULO: RESPONSABILIDAD SOLIDARIA EN REPRESENTANTES LEGALES DE PERSONAS JURÍDICAS Y EL PRINCIPIO DEL 

DEBIDO PROCEDIMIENTO EN EL CÓDIGO TRIBUTARIO PERUANO 

ÁMBITO 

TEMÁTICO 
PROBLEMA  OBJETIVOS  SUPUESTOS  CATEGORÍAS  SUBCATEGORÍAS  

Estudio sobre 

los actos del 

Estado y su 

regulación 

entre actores 

interestatales y 

en la relación 

público 

privado, 

Gestión 

Pública, 

Política 

Tributaria y 

Legislación 

Tributaria  

PROBLEMA 

GENERAL 

OBJETIVO 

GENERAL 
SUPUESTO GENERAL 

CATEGORÍA N° 1: 

Responsabilidad 

solidaria en 

representantes 

legales de 

personas jurídicas 

1. Criterios de 

atribución

2. Procedimiento de

atribución

¿De qué manera la 

determinación de 

la responsabilidad 

solidaria en 

representantes 

legales de 

personas jurídicas 

respeta el principio 

del debido 

procedimiento en 

el Código 

Tributario 

peruano? 

Analizar de qué 

manera la 

determinación de 

la responsabilidad 

solidaria en 

representantes 

legales de 

personas jurídicas 

respeta el principio 

del debido 

procedimiento en 

el Código 

Tributario peruano. 

La determinación de 

responsabilidad solidaria en 

representantes legales de 

personas jurídicas en el marco 

vigente del Código Tributario 

contiene una regulación que 

presenta vacíos legales; 

además, no se evidencia 

uniformidad de criterios para las 

actuaciones de parte de la 

entidad tributaria; apreciándose 

un respeto mínimo del sustancial 

principio del debido 

procedimiento y su contenido en 



 

 

el caso de los representantes 

legales. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CATEGORÍA N° 2: 

Principio del 

debido 

procedimiento 

PROBLEMA 

ESPECIFICO 1 

OBJETIVO 

ESPECÍFICO 1 
SUPUESTO ESPECÍFICO 1 

¿De qué forma los 

criterios de 

atribución de 

responsabilidad 

solidaria en 

representantes 

legales de 

personas jurídicas 

influyen en el 

derecho a la 

debida motivación 

en el Código 

Tributario 

peruano? 

Determinar de qué 

forma los criterios 

de atribución de 

responsabilidad 

solidaria en 

representantes 

legales de 

personas jurídicas 

influyen en el 

derecho a la 

debida motivación 

en el Código 

Tributario peruano. 

Los criterios de atribución de 

responsabilidad solidaria en 

representantes legales de 

personas jurídicas influyen 

negativamente en cuanto al 

derecho a la debida motivación 

bajo el Código Tributario 

peruano, debido a que, tras ser 

reflejados en el acto 

administrativo, las causales 

señaladas no resultan 

suficientes ni respetan los 

lineamientos mínimos de esta 

garantía para motivar la 

atribución de responsabilidad 

solidaria. 

1. Derecho a la 

debida 

motivación 

2. Derecho de 

defensa 

3. Derecho a ofrecer 

y producir 

pruebas 

PROBLEMA 

ESPECÍFICO 2 

OBJETIVO 

ESPECÍFICO 2 
SUPUESTO ESPECÍFICO 2 



 

 

¿Cómo el derecho 

de defensa y el 

derecho a ofrecer y 

producir pruebas 

son tratados a 

través del 

procedimiento de 

atribución de 

responsabilidad 

solidaria en 

representantes 

legales de 

personas jurídicas 

en el Código 

Tributario 

peruano? 

Explicar cómo el 

derecho de 

defensa y el 

derecho a ofrecer y 

producir pruebas 

son tratados a 

través del 

procedimiento de 

atribución de 

responsabilidad 

solidaria en 

representantes 

legales de 

personas jurídicas 

en el Código 

Tributario peruano. 

El derecho de defensa y el 

derecho a ofrecer y producir 

pruebas son tratados 

indebidamente a través del 

procedimiento de atribución de 

responsabilidad solidaria en 

representantes legales de 

sujetos jurídicos en el Código 

Tributario peruano, ya que, al no 

señalarse uno en específico, la 

Administración Tributaria puede 

variar el procedimiento o incluso 

no llevarlo, perjudicando al 

representante legal en cuanto al 

ejercicio de su defensa y la 

posibilidad de actuar medios 

probatorios antes que se le 

determine la calidad de 

responsable. 

 

 



 

 

Anexo 2. Validaciones de guía de entrevista 

VALIDACIÓN DEL INSTRUMENTO DE INVESTIGACIÓN 

VALIDACIÓN DEL INSTRUMENTO 
 
I. DATOS GENERALES 

1.1 Apellidos y Nombres: Mg. Lui Lam Postigo, Carolina  
1.2 Cargo e institución donde labora: Docente de la Universidad César Vallejo – Lima Norte 
1.3 Nombre del instrumento motivo de evaluación: Guía de entrevista 
1.4 Autor(a) del Instrumento: Soplopuco Ramírez, Jaily Eugenia 

 
II. ASPECTOS DE VALIDACIÓN  

CRITERIOS INDICADORES 
INACEPTABLE 

MÍNIMAMENTE 
ACEPTABLE 

ACEPTABLE 

40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 

1. CLARIDAD  
Está formulado con 
lenguaje comprensible.  

          X   

2. OBJETIVIDAD  
Está adecuado a las leyes y 
principios científicos.  

          X   

3. ACTUALIDAD 
Está adecuado a los 
objetivos y las necesidades 
reales de la investigación.  

          X   

4. ORGANIZACIÓN  
Existe una organización 
lógica.  

          X   

5. SUFICIENCIA  
Toma en cuenta los 
aspectos metodológicos 
esenciales  

          X   

6. INTENCIONALIDAD  
Está adecuado para valorar 
las categorías.  

          X   

7. CONSISTENCIA  
Se respalda en 
fundamentos técnicos y/o 
científicos. 

          X   

8. COHERENCIA 
Existe coherencia entre los 
problemas, objetivos, 
supuestos jurídicos 

          X   

9. METODOLOGÍA  

La estrategia responde una 
metodología y diseño 
aplicados para lograr 
verificar los supuestos.  

          X   

10. PERTINENCIA  

El instrumento muestra la 
relación entre los 
componentes de la 
investigación y su 
adecuación al Método 
Científico. 

          X   

 
III. OPINIÓN DE APLICABILIDAD  

- El Instrumento cumple con  
los Requisitos para su aplicación  

 SI 

- El Instrumento no cumple con  
Los requisitos para su aplicación  

  

PROMEDIO DE VALORACIÓN: 
                                                                                                                                   
                                                                                                       

                 Lima, 18 de octubre del 2022 

_________________________________ 

FIRMA DEL EXPERTO INFORMANTE 
DNI: 44147832       Telf.: 929279561 

 

90% 



VALIDACIÓN DEL INSTRUMENTO DE INVESTIGACIÓN 
VALIDACIÓN DEL INSTRUMENTO 

I. DATOS GENERALES
1.1 Apellidos y Nombres: Mg. Wenzel Miranda, Eliseo Segundo
1.2 Cargo e institución donde labora: Docente de la Universidad César Vallejo – Lima Norte
1.3 Nombre del instrumento motivo de evaluación: Guía de entrevista
1.4 Autor(a) del Instrumento: Soplopuco Ramírez, Jaily Eugenia

II. ASPECTOS DE VALIDACIÓN

CRITERIOS INDICADORES 
INACEPTABLE 

MÍNIMAMENTE 
ACEPTABLE 

ACEPTABLE 

40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 

1. CLARIDAD
Está formulado con 
lenguaje comprensible. 

X 

2. OBJETIVIDAD
Está adecuado a las leyes y 
principios científicos.  

X 

3. ACTUALIDAD
Está adecuado a los 
objetivos y las necesidades 
reales de la investigación.  

X 

4. ORGANIZACIÓN
Existe una organización 
lógica.  

X 

5. SUFICIENCIA
Toma en cuenta los 
aspectos metodológicos 
esenciales 

X 

6. INTENCIONALIDAD
Está adecuado para valorar 
las categorías.  

X 

7. CONSISTENCIA
Se respalda en 
fundamentos técnicos y/o 
científicos. 

X 

8. COHERENCIA
Existe coherencia entre los 
problemas, objetivos, 
supuestos jurídicos 

X 

9. METODOLOGÍA

La estrategia responde una 
metodología y diseño 
aplicados para lograr 
verificar los supuestos. 

X 

10. PERTINENCIA

El instrumento muestra la 
relación entre los 
componentes de la 
investigación y su 
adecuación al Método 
Científico. 

X 

III. OPINIÓN DE APLICABILIDAD

- El Instrumento cumple con
los Requisitos para su aplicación

SI 

- El Instrumento no cumple con
Los requisitos para su aplicación

PROMEDIO DE VALORACIÓN: 

Lima, 18 de octubre del 2022 

_________________________________ 

FIRMA DEL EXPERTO INFORMANTE 
 DNI 09940210         Telf.: 992303480 

95% 



 

 

 

93% 



 

 

Anexo 3. Instrumento de recolección de datos – Guía de entrevista 

 
GUÍA DE ENTREVISTA  

 
TÍTULO: 

  

INDICACIONES: El presente instrumento de recolección de datos tiene como 

propósito recabar información valiosa para el mejor desarrollo de la investigación 

jurídica respecto de la responsabilidad solidaria en representantes legales de 

personas jurídicas y el principio del debido procedimiento en el Código Tributario 

peruano; en ese sentido, se le solicita responder las siguientes interrogantes con 

seriedad y compromiso. 

Entrevistado/a : …………………………………………………………………. 

Cargo   : …………………………………………………………………. 

Institución  : …………………………………………………………………. 

 

OBJETIVO GENERAL 

 

 

 

Preguntas: 

1. ¿Qué opinión le merece la determinación de responsabilidad solidaria 

en representantes legales de personas jurídicas contemplada en el 

Código Tributario peruano?  

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

___________________________________ . 

“Responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas y 

el principio del debido procedimiento en el Código Tributario peruano” 

 

Analizar de qué manera la determinación de la responsabilidad solidaria en 

representantes legales de personas jurídicas respeta el principio del debido 

procedimiento en el Código Tributario peruano 



 

 

 

2. Conforme a lo expuesto ¿considera que se respeta el principio del 

debido procedimiento en la determinación de responsabilidad solidaria 

en representantes legales de personas jurídicas dentro del ámbito 

tributario? 

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

___________________________________ . 

  

3. Asimismo ¿la regulación actual del Código Tributario facilita a la 

Administración Tributaria la determinación de la responsabilidad 

solidaria en los representantes legales de personas jurídicas? 

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

___________________________________ . 

 

OBJETIVO ESPECÍFICO 1 

 

 

 

Preguntas: 

4. ¿Qué opinión le merece los criterios de atribución de responsabilidad 

solidaria en representantes legales de personas jurídicas según el 

Código Tributario peruano?  

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

Determinar de qué forma los criterios de atribución de responsabilidad solidaria 

en representantes legales de personas jurídicas influyen en el derecho a la 

debida motivación en el Código Tributario peruano 



 

 

____________________________________________________________

___________________________________ . 

 

5. De acuerdo a sus conocimientos ¿cuándo se considera que existe dolo, 

negligencia grave y abuso de facultades a fin de dejar pagar tributos 

por parte de los representantes legales para imputar de 

responsabilidad solidaria? 

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

___________________________________ . 

 

6. Conforme a lo expuesto ¿de qué forma los criterios de atribución de 

responsabilidad solidaria en representantes legales de personas 

jurídicas dispuestos en el Código Tributario peruano influyen en el 

derecho a la debida motivación? 

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

___________________________________ . 

  

7. De conformidad a lo dispuesto en el tercer párrafo del artículo 16° del 

Texto Único Ordenado del Código Tributario ¿considera usted que 

debería regularse una descripción detallada y diferenciadora sobre qué 

supuestos califican como dolo, negligencia grave o abuso de 

facultades? 

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

___________________________________ . 



 

 

 

OBJETIVO ESPECÍFICO 2 

 

 

 

 

 

 

Preguntas: 

 

8. ¿Qué opinión le merece el procedimiento de atribución de 

responsabilidad solidaria en representantes legales de personas 

jurídicas según el Código Tributario peruano?  

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

___________________________________ . 

 

9. De acuerdo a su experiencia ¿cómo son tratados el derecho de defensa 

y el derecho a ofrecer y producir pruebas en el procedimiento de 

atribución de responsabilidad solidaria en representantes legales de 

personas jurídicas conforme el Código Tributario peruano? 

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

___________________________________ . 

 

10.  Para concluir, ¿qué sugiere implementar en el Código Tributario en 

relación al debido procedimiento para establecer responsabilidad 

solidaria a los representantes legales de personas jurídicas? 

Explicar cómo el derecho de defensa y el derecho de ofrecer y producir pruebas 

son tratados a través del procedimiento de atribución de responsabilidad solidaria 

en representantes legales de personas jurídicas en el Código Tributario peruano 



 

 

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

____________________________________________________________

______________________________________. 

 

SELLO FIRMA 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

Anexo 4. Aplicación de la guía de entrevista 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

Anexo 5. Instrumentos de recolección de datos – Guías de análisis de fuente documental 

GUÍA DE ANÁLISIS DE FUENTE DOCUMENTAL 

 

 

 

 

 

 

Autora: Jaily Eugenia Soplopuco Ramírez 

Fecha:  

 

Fuente documental Contenido de la fuente a analizar Análisis del contenido Conclusión 

 

 

 

 

   

Título: Responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas y el principio del debido procedimiento en el 

Código Tributario peruano 

 

Objetivo:  

 



 

 

GUÍA DE ANÁLISIS DE FUENTE DOCUMENTAL (JURISPRUDENCIA) 

 

 

 

 

 

 

Autora: Jaily Eugenia Soplopuco Ramírez 

Fecha:  

 

Datos de la 

jurisprudencia 
Reseña del caso Análisis de la jurisprudencia Conclusión 

 

 

 

 

   

Título: Responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas y el principio del debido procedimiento en el 

Código Tributario peruano 

 

Objetivo: 



 

 

Anexo 6. Aplicación de las guías de análisis de fuente documental 

GUÍA DE ANÁLISIS DE FUENTE DOCUMENTAL 

 

 

 

 

 

 

Autora: Jaily Eugenia Soplopuco Ramírez 

Fecha: 11 de noviembre de 2022 

Fuente documental Contenido de la fuente a analizar Análisis del contenido Conclusión 

Huamaní Cueva, R. 

(2013). Código 

Tributario comentado. 

Parte 1. Juristas 

Editores E.I.R.L. 

Del artículo 76 del Código Tributario (que 

define la resolución de determinación) 

debemos vincular a la atribución la labor 

previa de control […] En este sentido, por 

sus características, en los casos del artículo 

16 sí merecerá un procedimiento de 

En la normatividad tributaria, se 

ha dispuesto que, posterior a la 

determinación de la 

responsabilidad solidaria, se 

debe emitir una resolución, que 

también está regulada por el 

En ese sentido, la determinación 

de responsabilidad solidaria para 

emitirse la resolución 

correspondiente conlleva a que 

la Administración Tributaria deba 

efectuar actuaciones previas, las 

Título: Responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas y el principio del debido procedimiento en el 

Código Tributario peruano 

 

Objetivo general: Analizar de qué manera la determinación de la responsabilidad solidaria en representantes legales de 

personas jurídicas respeta el principio del debido procedimiento en el Código Tributario peruano 

 



 

 

 

 

fiscalización previo […] aun cuando no esté 

regulado (aunque debería estarlo) […] lo 

cual, si bien obligaría a la Administración a 

efectuar una evaluación de la 

responsabilidad en cada procedimiento de 

fiscalización, evitaría la afectación del 

derecho de defensa de los deudores 

tributarios […] En los demás casos será 

suficiente un previo procedimiento de 

verificación;  y la emisión de la 

determinación de responsabilidad solidaria 

usualmente será después de la emisión de 

la determinación de la obligación (deuda) 

tributaria. En todos los supuestos, el 

procedimiento aplicado debe enmarcarse 

dentro del debido procedimiento 

administrativo (p. 333). 

artículo 76° del Código 

Tributario, teniéndose que por la 

misma se genera la necesidad 

de contar con un procedimiento 

previo, el cual no se halla 

regulado, a fin de justificar la 

labor de la Administración en 

cuanto a la determinación de 

dicha responsabilidad y el 

respeto a los derechos de los 

obligados; tal como un 

procedimiento de verificación o 

uno de fiscalización; cabe 

agregar el procedimiento 

seleccionado debe respetar al 

principio del debido 

procedimiento y su contenido. 

mismas que resultan necesarias 

en aras de respetar los derechos 

de los obligados tributarios, 

como en el caso de 

representante legal, así como a 

fin de motivar el acto a emitir, 

identificando los criterios 

necesarios para la atribución; sin 

embargo, en la norma tributaria 

todavía no se encuentra 

desarrollado en su totalidad, a 

pesar que es una exigencia que 

todas las actuaciones 

desplegadas por la 

Administración, incluso, antes de 

emitir actos, respeten el principio 

del debido procedimiento, así 

como los derechos que encierra. 



 

 

GUÍA DE ANÁLISIS DE FUENTE DOCUMENTAL 

 

 

 

 

 

 

Autora: Jaily Eugenia Soplopuco Ramírez 

Fecha: 11 de noviembre de 2022 

Fuente documental Contenido de la fuente a analizar Análisis del contenido Conclusión 

Ríos Diestro, R. M. 

(2016). Principios del 

Derecho Procesal 

Administrativo y su 

aplicación en el 

procedimiento 

contencioso tributario 

en M. P. Martínez 

El principio del debido procedimiento 

previsto en el numeral 1.2 del Artículo IV de 

la LPAG establece que los administrados 

gozan de todos los derechos y garantías 

inherentes al debido procedimiento 

administrativo, que comprende el derecho a 

exponer sus argumentos, a ofrecer y 

producir pruebas y a obtener una decisión 

El principio del debido 

procedimiento se encuentra 

reconocido por la normatividad 

que regula los procedimientos 

administrativos en el Perú, 

estableciendo que a todos los 

administrados se les otorgan los 

derechos y garantías que 

De esa forma, el principio del 

debido procedimiento es una 

garantía para los obligados 

tributarios y a la vez, representa 

una exigencia para la 

Administración Tributaria al 

momento de desplegar sus 

actuaciones en el sentido que 

Título: Responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas y el principio del debido procedimiento en el 

Código Tributario peruano 

 

Objetivo general: Analizar de qué manera la determinación de la responsabilidad solidaria en representantes legales de 

personas jurídicas respeta el principio del debido procedimiento en el Código Tributario peruano 

 



 

 

 

 

 

Centeno, et al. 

(Ed.), Aspectos 

generales de los 

procedimientos 

administrativos 

tributarios (pp. 11-

38). Palestra 

Editores. 

motivada y fundada en derecho. Conforme 

lo ha señalado la Sentencia del Tribunal 

Constitucional recaída en el Expediente Nº 

04944-2011-PA/TC, el derecho al debido 

proceso previsto por el artículo 139.3º de la 

Constitución Política del Perú, es aplicable 

no sólo a nivel judicial sino también en sede 

administrativa y supone el cumplimiento de 

todas las garantías, requisitos y normas de 

orden público que deben observarse en las 

instancias procesales de todos los 

procedimientos, incluidos los 

administrativos y conflictos entre privados, 

a fin de que las personas estén en 

condiciones de defender adecuadamente 

sus derechos ante cualquier acto que 

pueda afectarlos (p. 17). 

encierra dicho principio. 

Asimismo, su origen se halla en 

el inciso 3 del artículo 139° de la 

Norma Fundamental del país, 

conforme a lo que ha expresado 

su máximo intérprete en su 

jurisprudencia; por lo que, no 

solo debe respetarse en el 

ámbito judicial, sino también en 

el administrativo, cumpliéndose 

con todas las exigencias que 

contiene, y así, no se impida el 

ejercicio de los derechos de las 

personas ante actos que 

pudieran afectarlos.   

debe cumplir con las exigencias 

que encierra dicho principio, por 

ejemplo, emitir actos 

debidamente motivados, con la 

finalidad de permitir el ejercicio 

de los derechos de los 

administrados, tales como de 

defensa y a la prueba, y ello es 

debido a que los actos emitidos 

por la Administración pueden 

generar efectos positivos, pero 

también negativos en el obligado 

tributario; por tal, se necesita su 

cumplimiento de forma íntegra.  



 

 

GUÍA DE ANÁLISIS DE FUENTE DOCUMENTAL (JURISPRUDENCIA) 

 

 

 

 

 

 

Autora: Jaily Eugenia Soplopuco Ramírez 

Fecha: 11 de noviembre de 2022 

Datos de la 

jurisprudencia 
Reseña del caso Análisis de la jurisprudencia Conclusión 

Tribunal Fiscal. (21 

de mayo de 2014). 

RTF N° 06189-4-

2014. 

http://www.mef.gob.p

e/contenidos/tribu_fis

c/Tribunal_Fiscal/PD

En el procedimiento contencioso tributario, 

el representante legal de la contribuyente 

Linco Contratistas Generales S.A.C. 

interpone un recurso de apelación contra la 

Resolución de Intendencia que declaró 

infundada su reclamación en contra de la 

resolución de determinación que le imputó 

Que en cuanto a la existencia de 

dolo, negligencia grave o abuso 

de facultades en el 

incumplimiento de las 

obligaciones tributarias de […] 

cabe precisar que existe 

reiterada jurisprudencia, tales 

Por lo que, se advierte que de 

acuerdo con el reiterado criterio 

del Tribunal Fiscal, para 

determinar la responsabilidad 

solidaria en el representante 

legal de una persona jurídica, 

que es la contribuyente, no basta 

Título: Responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas y el principio del debido procedimiento en el 

Código Tributario peruano 

 

Objetivo general: Analizar de qué manera la determinación de la responsabilidad solidaria en representantes legales de 

personas jurídicas respeta el principio del debido procedimiento en el Código Tributario peruano 

 

http://www.mef.gob.pe/contenidos/tribu_fisc/Tribunal_Fiscal/PDFS/2014/4/2014_4_06189.pdf
http://www.mef.gob.pe/contenidos/tribu_fisc/Tribunal_Fiscal/PDFS/2014/4/2014_4_06189.pdf
http://www.mef.gob.pe/contenidos/tribu_fisc/Tribunal_Fiscal/PDFS/2014/4/2014_4_06189.pdf


 

 

FS/2014/4/2014_4_0

6189.pdf 

responsabilidad solidaria por deudas de su 

representada, alegando que la 

Administración Tributaria no ha demostrado 

que ha actuado con dolo, negligencia grave 

o abuso de facultades y tampoco ha 

acreditado que durante el periodo en el que 

se establecieron las deudas haya ejercido 

efectivamente el cargo de gerente general y 

haya tenido un efectiva gestión y 

representación de la empresa. Por su parte, 

la Administración señala que ha constatado 

que el recurrente cumplía con el aspecto 

objetivo, constituido por el nombramiento y 

aceptación del cargo de Gerente General, y 

el aspecto subjetivo, conformado por la falta 

de diligencia en la que incurrió al registrar 

comprobantes de pago falsos a efecto de 

generar más gastos y utilizar crédito fiscal 

que no le correspondía a su representada. 

Ante ello, posterior al correspondiente 

como las Resoluciones N” 6940-

1-2002, 9539-3-2001, 2574-5-

2002, 5822-5-2002 y 03259-4-

2005, en la que este Tribunal ha 

señalado expresamente que: “en 

cuanto a la existencia de dolo, 

negligencia grave o abuso de 

facultades, debe señalarse en 

primer lugar que el hecho de 

tener la calidad de representante 

legal y las atribuciones legales 

de gestión, no son decisivos para 

demostrar tal existencia” (pp. 3-

4).  

Que consecuentemente, debe 

establecerse si el incumplimiento 

de las obligaciones sustanciales 

y formales a cargo de la empresa 

se debió a que el representante 

actuó con dolo, negligencia 

con identificar que aquel tenga 

tal calidad, es decir, que solo sea 

representante de la empresa, 

sino que se requiere de una 

mayor labor por parte de la 

Administración Tributaria que 

acredite que la decisión de no 

pagarse los adeudos tributarios 

se debió a una determinada 

conducta por parte de dicho 

tercero, lo cual se corroborará o 

no en mérito a las pruebas de 

ambas partes. 

http://www.mef.gob.pe/contenidos/tribu_fisc/Tribunal_Fiscal/PDFS/2014/4/2014_4_06189.pdf
http://www.mef.gob.pe/contenidos/tribu_fisc/Tribunal_Fiscal/PDFS/2014/4/2014_4_06189.pdf


 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

análisis, el Tribunal Fiscal resuelve por 

revocar la Resolución de Intendencia N° 

026-014-0050354/SUNAT y dejar sin efecto 

la Resolución de Determinación N° 022-

004-0000030. 

grave o abuso de facultades, lo 

que se determinará en cada caso 

de conformidad con las pruebas 

existentes (p. 4). 
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Fuente documental Contenido de la fuente a analizar Análisis del contenido Conclusión 

Selma Penalva, V. 

(2016). La 

responsabilidad 

tributaria en las 

transmisiones inter 

vivos de empresas. 

Dykinson, S.L. 

[…] la motivación de un acto de declaración 

de responsabilidad se encuentra 

directamente relacionada con la 

información que proporciona su contenido, 

considerándose que se encuentra 

debidamente motivado si en el mismo se 

contienen los datos suficientes para 

proporcionar al responsable la información 

Ante ello, se tiene que la 

motivación de la resolución que 

atribuye la responsabilidad 

puede ser calificada como 

motivada cuando se reflejan los 

criterios suficientes que permitan 

al representante legal conocer la 

atribución e impugnarla, en caso 

Por lo tanto, es importante que la 

Administración Tributaria aplique 

criterios razonables y necesarios 

para determinar la 

responsabilidad de tipo solidaria, 

los cuales, una vez ubicados en 

el acto administrativo que emite,  

le permitan motivar en relación a 

Título: Responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas y el principio del debido procedimiento en el 

Código Tributario peruano 

 

Objetivo específico 1: Determinar de qué forma los criterios de atribución de responsabilidad solidaria en representantes 

legales de personas jurídicas influyen en el derecho a la debida motivación en el Código Tributario peruano 

 



 

 

 

 

básica necesaria para su posible defensa. 

[…] La ausencia de datos, por ejemplo, 

relativos al lugar, plazo o forma en que debe 

satisfacerse el importe exigido se considera 

un mero defecto formal subsanable. Por el 

contrario, la falta de referencia a la prueba 

del presupuesto de hecho habilitante de la 

responsabilidad tributaria, a la justificación 

del alcance de la responsabilidad e 

identificación de las deudas cuya 

satisfacción se reclama, así como la 

omisión de la motivación de las 

liquidaciones de las que traen causa 

provocaría la indefensión del responsable y, 

en consecuencia, la improcedencia de la 

declaración de responsabilidad efectuada 

por la Administración tributaria (pp. 247-

248). 

opte por ello; por tal, la ausencia 

de información diferente a la 

imputación, tal como el medio 

por donde cancelar la deuda, no 

vulnera el derecho a la debida 

motivación; sin embargo, la 

ausencia las pruebas que 

sustentan que la Administración 

pudo determinar la 

responsabilidad, la justificación e 

incluso, el extremo de qué 

deudas se le imputan al 

representante, generarían 

indefensión en aquel y por ende, 

que la determinación sea 

improcedente. 

por qué determinado 

representante legal debe 

responder por las deudas de la 

empresa contribuyente, y de esa 

forma, no vulnerar su derecho a 

la debida motivación y por ende, 

evitar causarle indefensión, ya 

que, de lo contrario, se tendría 

una imputación injustificada, que 

posteriormente, será declarada 

inválida. 
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Fuente documental Contenido de la fuente a analizar Análisis del contenido Conclusión 

Nima Nima, E. 

(2013). Fiscalización 

tributaria. Enfoque 

Legal. Tomo I. 

Gaceta Jurídica S.A. 

En este sentido, si bien conceptualmente 

los responsables son sujetos pasivos de la 

relación jurídico tributaria, se ha establecido 

legalmente que, de modo previo a que la 

Administración Tributaria les exija el pago 

de la deuda tributaria, deberá determinarse 

que estos se encuentran comprendidos en 

las causales previstas por el Código 

Los responsables solidarios son 

considerados como sujetos 

deudores; sin embargo, a fin que 

se le pueda exigir el pago, se 

requiere que la Administración 

Tributaria identifique que dicho 

personaje ha configurado lo 

enmarcado por la normatividad 

En efecto, se tiene la posibilidad 

que un representante legal de 

persona jurídica deudora asuma 

la responsabilidad de pago de 

esta última; no obstante, se 

exige a la Administración 

Tributaria que, a través de la 

resolución de determinación 

Título: Responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas y el principio del debido procedimiento en el 

Código Tributario peruano 

 

Objetivo específico 1: Determinar de qué forma los criterios de atribución de responsabilidad solidaria en representantes 

legales de personas jurídicas influyen en el derecho a la debida motivación en el Código Tributario peruano 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Tributario, para lo cual deberá imputarse 

responsabilidad mediante una Resolución 

de Determinación debidamente motivada. 

Es importante considerar que esto debe ser 

así, pues, en estricto, el responsable paga 

una deuda ajena (causada por el 

contribuyente), razón por la cual se pone 

como exigencia mínima que se motive la 

razón por la cual se hace efectivo el cobro 

contra el responsable, en vez de contra el 

contribuyente (p. 144).  

tributaria, debiéndose reflejar 

ello a través de un acto 

administrativo caracterizado por 

cumplir con la debida motivación; 

dicha exigencia mínima radica 

en que es un tercero quien está 

respondiendo por la deuda de la 

contribuyente; de esa forma, se 

necesita conocer la razones de 

la imputación. 

sobre la presente 

responsabilidad, motive con las 

razones mínimas respecto del 

por qué dicho representante 

debe asumir la obligación ajena 

en parte con su representada o, 

incluso, en su totalidad, 

partiéndose, como base, lo que 

la norma tributaria especifica. 
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Datos de la 

jurisprudencia 
Reseña del caso Análisis de la jurisprudencia Conclusión 

Tribunal Fiscal. (12 

de marzo de 2021). 

RTF N° 02402-11-

2021.  

http://www.mef.gob.p

e/contenidos/tribu_fis

c/Tribunal_Fiscal/PD

En el procedimiento contencioso tributario, 

el representante legal de una empresa 

contribuyente interpone un recurso de 

apelación contra la Resolución de Oficina 

Zonal que declaró infundado su recurso de 

reclamación en contra de la resolución de 

determinación que le atribuyó 

[…] en ese sentido, para atribuir 

la responsabilidad solidaria a los 

representantes legales no es 

suficiente su nombramiento, 

existiendo condiciones 

adicionales, a saber, que se 

encuentren encargados y/o 

Por consiguiente, el Tribunal 

Fiscal aclara que no es suficiente 

que la Administración Tributaria 

identifique que determinada 

persona es o ha sido 

representante legal de la 

empresa deudora, sino que 

Título: Responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas y el principio del debido procedimiento en el 

Código Tributario peruano 

 

Objetivo específico 1: Determinar de qué forma los criterios de atribución de responsabilidad solidaria en representantes 

legales de personas jurídicas influyen en el derecho a la debida motivación en el Código Tributario peruano 
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responsabilidad solidaria por deudas de la 

persona jurídica, sosteniendo que la 

Administración le imputó responsabilidad 

por ser representante legal de la empresa, 

sin probar que hubiera incurrido en las 

causales de dolo, negligencia grave y 

abuso de facultades; y manifiesta que no 

fue el encargado de todas las labores de la 

empresa. Por su lado, la Administración 

Tributaria señala que la atribución se 

sustenta en su calidad de representante 

legal durante los periodos 1995 a 1998, al 

no haber efectuado el pago de impuestos, 

pese a ser el responsable. Ante ello, 

posterior al correspondiente análisis, el 

Tribunal Fiscal resuelve por revocar la 

Resolución de Oficina Zonal en 

determinado extremo, dejar sin efecto la 

Resolución de Determinación y confirmarla 

en lo demás que contiene. 

participen en la determinación y 

pago de tributos, puesto que los 

dispositivos citados se refieren a 

las deudas que “deben pagar” o 

“dejen de pagar” y acreditarse 

que ello ocurrió por dolo, 

negligencia grave o abuso de 

facultades del representante […] 

(p. 2) 

Que asimismo, de acuerdo con 

lo interpretado por éste Tribunal 

en las Resoluciones N° 07254-2-

2005, 06749-2-2006 y 00232-3-

2010, entre otras, para imputar 

responsabilidad solidaria a los 

representantes legales es 

necesario verificar: (i) Si los 

mismos tienen tal calidad en los 

periodos acotados por los que se 

le atribuye responsabilidad 

existen otros criterios 

razonables, los cuales se hallan 

en reiterada jurisprudencia por el 

mencionado Tribunal, 

teniéndose que demostrar que 

dicho representante legal poseía 

tal calidad en el periodo de 

donde ha surgido la deuda; 

además, que aquel se 

encontraba encargado de 

calcular y efectuar el pago de los 

tributos generados en el periodo 

en que ejercía el cargo; y que el 

incumplimiento de pago de los 

adeudos fue por una de las 

conductas especificadas en la 

normatividad tributaria de parte 

del representante; por lo que, 

con dichos criterios se puede 

motivar adecuadamente el acto 

http://www.mef.gob.pe/contenidos/tribu_fisc/Tribunal_Fiscal/PDFS/2021/11/2021_11_02402.pdf
http://www.mef.gob.pe/contenidos/tribu_fisc/Tribunal_Fiscal/PDFS/2021/11/2021_11_02402.pdf


 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

solidaria; (ii) Si se encuentran 

encargados y/o participan en la 

determinación y pago de tributos 

por tales periodos, siendo que 

los dispositivos citados se 

refieren a las deudas que “deben 

pagar” o “dejen de pagar”; y, (iii) 

Si el incumplimiento de 

obligaciones tributarias se 

produjo por dolo, negligencia 

grave o abuso de facultades del 

representante (p. 2). 

administrativo. 
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Datos del informe Reseña del informe Análisis del informe Conclusión 

Superintendencia 

Nacional de Aduanas 

y de Administración 

Tributaria. (4 de 

diciembre de 2003). 

Informe N° 339-2003-

SUNAT/2B0000.  

Se formulan una de serie de consultas a la 

Administración Tributaria en relación a la 

atribución de responsabilidad solidaria por 

el incumplimiento de obligaciones 

tributarias de contribuyentes que tienen la 

condición de no habidos, tales como: ¿en 

caso resulte necesario emitir el acto 

Ahora bien, conforme fluye de lo 

establecido en los artículos 60° y 

75° del TUO del Código 

Tributario, la determinación de la 

obligación tributaria por parte de 

la Administración Tributaria se 

inicia por propia iniciativa o 

De modo que, de acuerdo con el 

criterio de la propia 

Administración Tributaria, resulta 

necesario que para la 

determinación de la 

responsabilidad solidaria se lleve 

a cabo un procedimiento, el cual 

Título: Responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas y el principio del debido procedimiento en el 

Código Tributario peruano 

 

Objetivo específico 2: Explicar cómo el derecho de defensa y el derecho a ofrecer y producir pruebas son tratados a través del 

procedimiento de atribución de responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas en el Código Tributario 

peruano 

 



 

 

 

https://www.sunat.go

b.pe/legislacion/oficio

s/2003/oficios/i33920

03.htm 

mediante el cual se atribuye 

responsabilidad solidaria, ésta requiere 

adicionalmente de un procedimiento de 

fiscalización previo que sustente el citado 

acto? o ¿cuáles son los alcances del "salvo 

prueba en contrario"? Por tal, la 

Administración, en mérito a la base legal 

correspondiente, responde cada una de las 

consultas y plantea conclusiones. 

denuncia de terceros y, se 

establece como consecuencia de 

un proceso de fiscalización o 

verificación, en cuya virtud dicho 

proceso será necesario para 

fines que la Administración 

efectúe la atribución de 

responsabilidad solidaria (p. 3). 

Finalmente […] la frase "salvo 

prueba en contrario" contenida en 

el tercer párrafo del artículo 16° 

del TUO del Código Tributario 

permite al sujeto que tiene la 

representación del contribuyente 

omiso, acreditar que, pese a la 

condición de no habido de su 

representado, actuó con […] 

diligencia y/o dentro de los límites 

de sus facultades (p. 4). 

se podría orientar en uno de 

fiscalización o verificación, 

puesto que, para que sea válido 

la calidad de solidario, se 

necesita de un acto 

administrativo, aquel que, a 

pesar de que la norma no lo 

señala, se debe sustentar en 

actuaciones previas, en las 

cuales, el presunto obligado 

tributario pueda ejercer defensa 

y presentar las pruebas que 

considere necesarias para 

probar que actuó ya sea de 

forma diligente o dentro de lo 

establecido en sus poderes. 

https://www.sunat.gob.pe/legislacion/oficios/2003/oficios/i3392003.htm
https://www.sunat.gob.pe/legislacion/oficios/2003/oficios/i3392003.htm
https://www.sunat.gob.pe/legislacion/oficios/2003/oficios/i3392003.htm
https://www.sunat.gob.pe/legislacion/oficios/2003/oficios/i3392003.htm
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Fuente documental Contenido de la fuente a analizar Análisis del contenido Conclusión 

Restrepo Pineda, C. 

M. 

(2017). Procedimiento 

tributario en sede 

administrativa. 

Ediciones Unaula. 

Tenemos una idea del debido proceso 

como un valor intrínseco, que confiere a las 

personas el chance de participar en el 

proceso, en el cual la persona afectada 

tiene al menos la satisfacción de participar 

en la decisión que le concierne […] (p. 33) 

 

Con la finalidad de desarrollarse 

un debido procedimiento, se 

debe permitir que el 

administrado participe antes de 

que se emita la decisión que le 

interesa; por tanto, se impulsa 

los derechos referentes a la 

El derecho a defenderse y el 

derecho a aportar pruebas 

forman parte de un debido 

proceso en el ámbito tributario; 

siendo que, por ambos 

derechos, el obligado tributario 

se encuentra apto de ejercer la 

Título: Responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas y el principio del debido procedimiento en el 

Código Tributario peruano 

 

Objetivo específico 2: Explicar cómo el derecho de defensa y el derecho a ofrecer y producir pruebas son tratados a través del 

procedimiento de atribución de responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas en el Código Tributario 

peruano 

 



 

 

 

 

 

 

Por lo tanto, el debido proceso en materia 

tributaria ha de garantizar unos mínimos de 

principios y garantías, como lo son: el 

ejercicio del derecho de defensa, es decir, 

el derecho a defenderse de los cargos que 

le imputan, y poder aportar pruebas al 

proceso, lo que implica el ejercicio del 

principio de contradicción que exige que 

ambas partes tengan los mismos derechos 

en el proceso a ser escuchados y a solicitar 

que se decreten y practiquen pruebas, con 

el fin de que ninguna de las partes en el 

proceso se encuentre indefensa frente a la 

otra, lo que requiere plenas garantías de 

igualdad e independencia […] (pp. 70-71). 

defensa y a la facultad de 

presentar pruebas y practicarlas, 

los cuales generan que el 

administrado pueda ejercer su 

derecho de contradicción, 

respetándosele todos los demás 

derechos otorgados, para que no 

se produzca una indefensión 

frente la Administración; 

debiendo esta última garantizar 

la igualdad e independencia. 

contradicción antes que se emita 

la decisión que le concierne, es 

decir, que pueda ser escuchado, 

se le admitan pruebas, pueda 

practicarlas, así como la garantía 

que se le respeten los demás 

derechos que posee, a fin que en 

ningún momento se encuentre 

indefenso frente a las decisiones 

de la Administración Tributaria, 

lo cual debe ser aplicado en 

determinación de la 

responsabilidad de tipo solidaria, 

toda vez que se emite una 

decisión y el representante legal 

también posee dichos derechos. 



 

 

GUÍA DE ANÁLISIS DE FUENTE DOCUMENTAL (JURISPRUDENCIA) 

 

 

 

 

 

 

 

Autora: Jaily Eugenia Soplopuco Ramírez 

Fecha: 11 de noviembre de 2022 

Datos de la 

jurisprudencia 
Reseña del caso Análisis de la jurisprudencia Conclusión 

Tribunal Fiscal. (21 

de junio de 2016). 

RTF N° 05882-8-

2016. 

http://www.mef.gob.p

e/contenidos/tribu_fis

En el procedimiento contencioso tributario, 

el representante legal de una empresa 

contribuyente interpone un recurso de 

apelación contra la Resolución de 

Intendencia que declaró infundada su 

reclamación en contra de la resolución de 

[…] con relación al alegato del 

recurrente referido a que la 

Administración no le inició un 

procedimiento de fiscalización 

de manera independiente, en 

donde pueda haber ejercido su 

En consecuencia, el Tribunal 

Fiscal precisa que para tenerse 

por válido la atribución solo se 

necesitará de la emisión de la 

resolución de determinación 

sobre la responsabilidad 

Título: Responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas y el principio del debido procedimiento en el 

Código Tributario peruano 

 

Objetivo específico 2: Explicar cómo el derecho de defensa y el derecho a ofrecer y producir pruebas son tratados a través del 

procedimiento de atribución de responsabilidad solidaria en representantes legales de personas jurídicas en el Código Tributario 

peruano 
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determinación que le imputó 

responsabilidad solidaria por deudas de su 

representada, alegando que la 

Administración debió iniciarle un 

procedimiento de fiscalización de manera 

independiente, en el cual pueda ejercer su 

derecho a la defensa en una etapa previa a 

la reclamación, a efectos de presentar las 

pruebas que acrediten la falta de 

responsabilidad solidaria que se le imputa, 

de modo que se pueda evitar tal imputación. 

Por otro lado, la Administración señala que 

la atribución se sustentó en su calidad de 

representante legal de la contribuyente y 

debido a que se acreditó el dolo del 

recurrente al dejar de pagar las deudas 

tributarias, toda vez que no sustentó en el 

procedimiento de fiscalización la 

fehaciencia de las operaciones efectuadas 

con sus proveedores. Ante ello, posterior al 

derecho a la defensa, cabe 

señalar que el artículo 20”-A del 

Código Tributario dispone que 

para que surta efectos la 

responsabilidad solidaria, la 

Administración Tributaria debe 

notificar al responsable la 

resolución de determinación de 

atribución de responsabilidad en 

donde se señale la causal de 

atribución de la responsabilidad 

y el monto de la deuda objeto de 

la responsabilidad, lo que resulta 

congruente con el hecho que la 

responsabilidad solidaria se 

atribuye cuando se verifican las 

causales establecidas 

legalmente para ello, por lo que, 

[…] la Administración actuó con 

arreglo a ley al atribuirle la 

solidaria y que en aquella se 

indique la causal de atribución 

especificada por la norma y el 

monto a cancelar por parte del 

representante legal; por lo que, 

no considera necesaria la 

existencia de un procedimiento 

previo en el cual la 

Administración Tributaria 

despliegue acciones a fin de 

determinar debidamente la 

responsabilidad, así como 

permita la participación del 

presunto obligado tributario a fin 

que ejerza sus derechos previo a 

la declaración. 

http://www.mef.gob.pe/contenidos/tribu_fisc/Tribunal_Fiscal/PDFS/2016/8/2016_8_05882.pdf
http://www.mef.gob.pe/contenidos/tribu_fisc/Tribunal_Fiscal/PDFS/2016/8/2016_8_05882.pdf
http://www.mef.gob.pe/contenidos/tribu_fisc/Tribunal_Fiscal/PDFS/2016/8/2016_8_05882.pdf


 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

correspondiente análisis, el Tribunal Fiscal 

resuelve por confirmar la Resolución de 

Intendencia N° 056-014-0009673/SUNAT. 

responsabilidad solidaria 

mediante una resolución de 

determinación, en la cual detalló 

los motivos de tal atribución (p. 

7). 
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